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elevado antes del 31 de diciembre de cada año a la autoridad inmediata su-
perior del Poder en el cual ejerce su competencia. Además, dicho informe 
deberá ser publicado en Internet. 

En los hechos, el Poder Ejecutivo, el Judicial y el Legislativo dieron 
cumplimiento a este mandato relacionado con la Autoridad de Aplicación 
de esta norma, de distintas maneras y con diferentes resultados.

En lo que concierne al Poder Judicial, conforme lo establecido por 
la resolución del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires2 se convocó a un concurso público de oposición y anteceden-
tes3 para cubrir el máximo cargo de la Autoridad de Aplicación de la Ley de 
Ética Pública. A dicho concurso se presentaron un total de cuatro candida-
tos y resultó ser seleccionada la Dra. Miriam Mabel Ivanega, quien había 
sido designada en julio del 20144 de manera interina en el mismo cargo. En 
lo que respecta al Poder Legislativo, mediante el Decreto 97/2014, se nom-
bró en junio del 2014, de manera interina, al Dr. Fernando Molina, a cargo 
de la Unidad de Aplicación de la Ley de Ética Pública.5 Finalmente, en el 
ámbito del Poder Ejecutivo, en enero de 2015 se creó, dentro de la órbita de 
la Secretaría Legal y Técnica, la Dirección General de Ética en el Ejercicio 
de la Función Pública, y se nombró como titular interino a Nicolás Andrés 
Galvagni Pardo.6

Nótese que sólo el Poder Judicial dio cabal cumplimiento al man-
dato establecido por la norma, en relación con los medios para el nom-
bramiento de autoridad; en el Poder Ejecutivo y en el Poder Legislativo, a 
la escritura de este artículo, los máximos responsables de la aplicación de 
esta normativa, ejercen sus cargos de forma interina. 

1.2. Presentación del informe anual de la Autoridad de Aplicación

El artículo 29 inciso n de la Ley de Ética Pública expresamente estable-
ce que la Autoridad de Aplicación tiene como función: “Elaborar un informe 

2. CF. CESEL Nº 52/2014.
3. Concurso 53/14.
4. Resolución Presidencia Nº 559/2014.
5. Legislatura (2014).
6. Decreto Nº24/15.
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anual, de carácter público relativo a su desempeño, y elevarlo al Poder de 
la Ciudad de Buenos Aires en el cual ejerce competencia. Este deberá ser 
publicado en la página web del Poder correspondiente”. Además, el decreto 
reglamentario de la ley establece que el informe anual debe ser elevado antes 
del 31 de diciembre de cada año y que tiene que contener un detalle del cum-
plimiento de las funciones que la ley le asigna a la Autoridad de Aplicación.

A la fecha de redacción7 del presente informe, ninguna de las instan-
cias responsables de la aplicación de la Ley de Ética Pública en los tres po-
deres, publicaron en Internet sus informes anuales de gestión. En el caso 
del Poder Judicial y el Legislativo, si se considera la asunción de los res-
ponsables de la Autoridad de Aplicación de la Ley, el año calendario para 
la publicación de sus informes anuales se cumplimentó en julio y junio, 
respectivamente. Ante un pedido de información pública presentado el 26 
de febrero de 2016  la Autoridad de Aplicación de la ley de Ética Pública del 
Poder Judicial, manifestó que la primera parte del informe se encuentra en 
la página web y consistió en el listado de funcionarios que cumplieron o no 
con la presentación de las declaraciones juradas. Asimismo, informó que se 
incorporó a la página web información relativa a: antecedentes y resumen 
de tareas desarrolladas entre marzo de 2015 y febrero de 2016. En el caso 
del Ejecutivo, el enero de 2016 debía haber sido la fecha de publicación. 

1.3. Presentación de declaraciones juradas

El capítulo V de la Ley es el que regula el régimen de declaraciones ju-
radas patrimoniales. Así, su Artículo 15 establece que diversos funcionarios 
públicos,8 entre los cuales se encuentran el Jefe/a y Vicejefe/a de Gobierno, 
los ministros, secretarios, subsecretarios, directores generales o equivalen-
tes del Poder Ejecutivo y los titulares de los entes descentralizados; los di-
putados/as de la Ciudad, secretarios/as, subsecretarios/as y directores ge-
nerales de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, los miembros de las 
Juntas Comunales, entre otros, deberán presentar una declaración jurada 
patrimonial integral dentro de los sesenta días hábiles desde la asunción de 

7. Febrero de 2016.
8. El listado completo de los sujetos obligados a presentar declaraciones juradas se encuentra 
en el Artículo 6º, Ley Nº 4895/13.
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sus cargos y que deberán actualizar anualmente la información contenida en 
dicha declaración jurada al 31 de diciembre de cada año anterior y antes del 
1º de julio de cada año en curso, y presentar una última declaración dentro 
de los sesenta días hábiles desde la fecha de cesación en el cargo.

En el ámbito del Poder Ejecutivo, se publican en Internet tanto 
el nombre y apellido de las personas que presentaron sus declaraciones 
juradas en tiempo y forma,9 como los que incumplieron con esta obliga-
ción. Así, numerosos funcionarios públicos y miembros de comisiones de 
evaluación de ofertas de licitaciones públicas, incumplieron con su deber 
de presentar sus declaraciones juradas del año 2014.10 Si bien el listado 
completo de estas personas se encuentra disponible en Internet, no existe 
información vinculada a las sanciones administrativas que la Ley de Ética 
en el Ejercicio de la Función Pública prevé que se aplique en estos casos, 
como, por ejemplo, la intimación por parte de la Autoridad de Aplicación 
para que presenten las declaraciones juradas en el plazo de 10 días hábiles11 
o la posibilidad de ser sancionados o removidos de sus cargos por los pro-
cedimientos establecidos en el régimen propio de su función.12

El Poder Judicial, al igual que el Poder Ejecutivo, publicó en 
Internet13 un listado unificado en el cual se encuentra el nombre y apellido 
tanto de los sujetos obligados que cumplieron con su obligación de pre-
sentar sus declaraciones juradas, como de aquellos que incumplieron con 
dicho deber. El listado en cuestión fue actualizado por última vez el 19 de 
febrero de 2015, y no existía información alguna sobre las sanciones admi-
nistrativas que la ley de Ética Pública prevé que se apliquen en estos casos.

En lo que respecta al Poder Legislativo, las declaraciones juradas de 
los miembros de la Cámara no se encuentran publicadas en la web de la 
Legislatura, en la que tampoco es posible hallar datos sobre la Autoridad 
de Aplicación. Y tampoco existe información al respecto en la Junta de 
Ética, Acuerdos y Organismos de Control, cuya competencia es “dicta-
minar y resolver todo asunto relativo a: 1. La conducta de los diputados, 

9. http://www.buenosaires.gob.ar/sites/gcaba/files/declaraciones_en_tiempo_y_forma_0.pdf
10. http://www.buenosaires.gob.ar/sites/gcaba/files/declaraciones_pendientes_0.pdf
11. Cf. Artículo 22 Ley 4895/13.
12. Cf. Artículo 30 Ley 4895/13.
13. Dirección General de Informática y Tecnología (2014).

http://www.buenosaires.gob.ar/sites/gcaba/files/declaraciones_en_tiempo_y_forma_0.pdf
http://www.buenosaires.gob.ar/sites/gcaba/files/declaraciones_pendientes_0.pdf
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recibiendo y conservando las declaraciones juradas de bienes y recursos 
con descripción de activos y pasivos, que se presenten, conforme al artículo 
52”14 del Reglamento Interno de la Legislatura.15

1.4. Obsequios

La Ley de Ética establece un régimen específico para la recepción 
de obsequios a funcionarios públicos. Así, el Artículo 13 de la norma 
expresamente dice: “Los sujetos comprendidos en la presente ley no 
podrán recibir, fuera del régimen aquí previsto, regalos, obsequios o 
donaciones, sean consistentes en cosas, servicios o de otra índole, con 
motivo o en ocasión del desempeño de sus funciones”.16 Dentro de las 
exclusiones del régimen, se destacan los reconocimientos protocolares 
de gobiernos u organismos internacionales, los gastos de viajes y esta-
días para el dictado de conferencias, investigaciones o cursos académi-
cos-culturales pagados por gobiernos u organismos internacionales e 
instituciones de enseñanza y los regalos que se realicen por razones de 
amistad, afinidad o relaciones de familia, con motivo de acontecimien-
tos en los que es frecuente realizar regalos. 

Respecto a esta última causal de exclusión (otorgamiento de obse-
quios por razones de amistad, afinidad o familia) el decreto reglamentario 
de la ley establece que los regalos no pueden superar el monto de un mil 
unidades fijas.17 Además, la Autoridad de Aplicación puede determinar que 
ciertos obsequios ingresen al patrimonio de la Ciudad y el Poder Ejecutivo 
debe determinar su destino o afectación específica en cada caso, debiendo 
siempre asignarlo a fines de salud, acción social y educación, o al patrimo-
nio histórico cultural si correspondiere.

En la actualidad, no existe información alguna en Internet sobre 
la existencia de algún registro de regalos por parte de la Autoridad de 
Aplicación o sobre algún tipo de actuación en relación con este tema.

14. http://www.legislatura.gov.ar/comision.php?id=59#tabs1-proyectos
15. Cf. Legislatura Porteña (2010).
16. Artículo 13 Ley N° 4895/13.
17. A la fecha, el valor de cada unidad fija es de $7.70.- según el Boletín Oficial.

http://www.legislatura.gov.ar/comision.php?id=59#tabs1-proyectos
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1.5. Conflictos de intereses

El capítulo III de la Ley de Ética regula las incompatibilidades y con-
flicto de intereses que caben en el ejercicio de la función pública en el ámbito 
de la CABA. El Artículo 6 de la norma enumera a todos los sujetos compren-
didos dentro de las disposiciones de ese capítulo, entre los cuales se encuen-
tran el Jefe/a y Vicejefe/a de Gobierno, los ministros, secretarios, subsecre-
tarios, directores generales o equivalentes del Poder Ejecutivo y los titulares 
de los entes descentralizados; los diputados/as de la Ciudad, secretarios/
as, subsecretarios/as y directores generales de la Legislatura de la Ciudad 
de Buenos Aires; y toda persona que integre comisiones de evaluación de 
ofertas o de adjudicación en licitaciones públicas o privadas de compra o 
contratación de bienes o servicios en que intervenga la Ciudad. 

Además, los Artículos 7 y 8 de la ley establecen una serie de incompati-
bilidades e inhabilidades por el plazo de un año para los sujetos mencionados 
en el Artículo 6. Entre las incompatibilidades enumeradas en el Artículo 7, se 
destacan las siguientes: ser proveedor por sí o por terceros del organismo de 
la Ciudad donde desempeñe sus funciones; representar, patrocinar a litigantes 
o intervenir en gestiones judiciales o extrajudiciales contra la Ciudad, salvo 
en causa propia. Respecto a las inhabilidades, el Artículo 8 de la norma ex-
presamente establece: “Aquellos funcionarios que hayan tenido intervención 
decisoria en la planificación, desarrollo y concreción de privatizaciones o con-
cesiones de empresas o servicios públicos, tendrán vedada su actuación en los 
entes o comisiones reguladoras de esas empresas o servicios”.

Actualmente, no existe información alguna respecto a la inter-
vención de la Autoridad de Aplicación en casos de incompatibilidades e 
inhabilidades.

2. Conclusiones

Sobre la base del análisis de los parámetros seleccionados, se puede 
afirmar que desde su sanción hasta la actualidad, la implementación de la 
Ley N° 4895/13 es sumamente débil ya que, en la práctica, no se visualiza-
ron grandes cambios y ninguno de los tres poderes la cumple en su totali-
dad. Así como se señalara más arriba, sólo el Poder Judicial realizó un con-
curso público de oposición y antecedentes, dando cumplimiento a lo dis-
puesto por el Artículo 24 de la ley, para designar al titular de la autoridad 
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de aplicación. Sumado a esto, no es posible contar con información sobre 
los informes anuales que estas autoridades designadas ya deberían haber 
hecho públicos en la web de cada Poder. 

Además, en lo que respecta a la presentación de las declaraciones ju-
radas, no existe información de fácil acceso sobre ellas ni sobre la efectiva 
implementación de las sanciones administrativas que la ley estipula para 
los casos de incumplimiento de dicha obligación.

Finalmente, se puede afirmar que “(…) la propia Ley de Ética Pública ha 
sido teñida por la dinámica que se ha señalado como principal debilitadora del 
sistema de integridad local: su tardía reglamentación y su más que lenta im-
plementación en casi todas las instancias estatales, diluyeron el carácter pro-
picio del escenario planteado con su sanción, donde la ciudadanía y las OSC 
podían fortalecer su rol de monitores sobre el funcionamiento del GCBA”.18
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Caso 15

Transitando el mundo del revés en el 
acceso a la información pública de los 
organismos de control en CABA: el caso 
Sindicatura de la Ciudad de Buenos Aires

Germán Emanuele

El acceso efectivo a información de la gestión pública es un derecho 
en sí mismo, necesario y fundamental no sólo para participar de los actos 
de Gobierno, sino también para controlarlos. Nuestro sistema compele a 
todas las estructuras del Estado a garantizarlo porque, si bien el “Pueblo no 
delibera ni Gobierna sino a través de sus representantes”, ellos están obli-
gados a rendir cuentas sobre cómo utilizan los recursos de todos. Desde 
Poder Ciudadano –como desde otras tantas organizaciones sociales, perio-
distas y desde la propia ciudadanía– se viene alertando desde hace algunos 
años sobre las barreras, cada vez más palpables, que el Estado pone a este 
derecho tan importante.1 Estas no se estructuran solamente a partir del he-
cho de que no exista una ley de carácter nacional que aplique al Estado en 
su conjunto, sino que responde a determinadas decisiones de Gobierno, in-
terpretaciones o simples “silencios” que hacen que la ciudadanía no pueda 
contar con la información necesaria para saber qué están haciendo nues-
tros representantes con el poder que les otorgamos –temporalmente– a 
través de nuestro voto.

1. Sobre este tema, ver Capítulo VII del Informe 2014.
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Las restricciones para acceder a los informes de los organismos de 
control dieron lugar a muchas discusiones en estos últimos años,2 princi-
palmente a nivel nacional, cuando se decidió sacar los informes elaborados 
por la Sindicatura de la Nación de su sitio web.3 Pero la situación no se 
limita a este organismo o sólo a organismos dentro de la esfera nacional. 
Aunque con menor prensa, pero no menos importante –o, mejor dicho, 
grave–, el caso de la Sindicatura General de la Ciudad de Buenos Aires es 
paradigmático, ya que no sólo hubo una denegación de dicho organismo 
al derecho de acceso a la información pública, sino que, como se verá en 
lo que sigue, el propio Poder Judicial local intentó realizar una interpre-
tación totalmente alejada de lo que el sistema de Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y de la Argentina en su conjunto, precepta para 
garantizar ese derecho: la publicidad de los actos de Gobierno.

La Sindicatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es el órgano 
encargado del control interno de la administración local según el Artículo 
133 de la Constitución de CABA. Dependiente del Poder Ejecutivo, no obs-
tante cuenta con personería jurídica y autarquía administrativa y finan-
ciera, completando el sistema de control con las Unidades de Auditorías 
Internas (UAI) que están presentes en todas las jurisdicciones que com-
ponen la administración central y descentralizada. La Sindicatura es res-
ponsable del control presupuestario, contable, financiero, económico, 
patrimonial, legal y de gestión, así como del dictamen sobre los estados 
contables y financieros de la Administración Pública y, sobre la Cuenta de 
Inversión. Desde el punto de vista formal, la Sindicatura produce: 

>	 Informes dirigidos al jefe de Gobierno sobre la gestión de la 
Administración Pública;

>	 Recomendaciones a los organismos fiscalizados para garanti-
zar el cumplimiento normativo;

>	 Recomendaciones autónomas que señalan aspectos objeta-
bles de los actos administrativos o procedimientos emitidos;

2. Sobre este tema, ver Capítulo VI del Informe 2014.
3. Cf. La Nación (2010).
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>	 Resoluciones, es decir, actos administrativos vinculados al 
control público;

>	 Circulares dirigidas a las UAI;

>	 Diagnósticos especiales.

Son estas competencias y responsabilidades las que explican por 
qué su tarea y la información que de ella se desprenda, son elementos cla-
ve para el control de la gestión gubernamental, donde por control debe 
entenderse tanto el que las propias estructuras estatales realizan sobre el 
comportamiento de los funcionarios de turno, como el que puede realizar 
la ciudadanía.

Acceder a los informes que dan sentido funcional a la Sindicatura 
de la Ciudad de Buenos Aires es una misión imposible. Si bien esta cuenta 
con un sitio web, el colmo de la situación se presenta cuando se intenta 
acceder a la pestaña Informes: está desierta, es decir, carente de informa-
ción sustancial sobre estas obligaciones institucionales.4 Este es un fenó-
meno de larga data en el ámbito porteño para este organismo, pero que, 
en el marco de la política de apertura de información del Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires (GCBA) que llevó adelante la gestión 
que continúa en el gobierno5 se vuelve una paradoja. Si a eso sumamos 
que estamos hablando de un organismo de control, la gravedad aumenta 
geométricamente.

Durante la elaboración del informe Sistema de Evaluación 
de la Integridad Local - Ciudad de Buenos Aires realizado por Poder 
Ciudadano,6 ya se había alertado sobre esta conducta. En el marco de 
dicho estudio, se había solicitado a la Sindicatura de la Ciudad de Buenos 
Aires, a través de un pedido formal, los informes confeccionados duran-
te los últimos tres años y, a su vez, se le pidió que se expidiera sobre si 
esos informes eran “de carácter público”. Ante el silencio por parte de la 

4. http://www.buenosaires.gob.ar/sindicatura
5. Si bien la gestión del PRO en el GCBA ha incorporado y fomentado de diferentes formas 
la apertura de información, en general se confunde apertura de datos con apertura de 
información o gobierno abierto. Sobre este tema, ver Caso 9 del Informe 2014.
6. Cf. Poder Ciudadano (2015b). 

http://www.buenosaires.gob.ar/sindicatura
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Sindicatura, se inició una acción judicial tendiente a que la Justicia se 
expidiera sobre la cuestión.

La sorpresa fue la sentencia de primera instancia que, al con-
trario de lo que se podía creer: esta se sustentó en una interpretación 
muy alejada de los estándares mínimos que el Estado debe garantizar a 
la ciudadanía en materia de acceso a la información pública. En efecto, 
la jueza Cabezas Cescato7 rechazó la acción de amparo argumentando la 
decisión en que “sólo en el artículo 135 de la Constitución de la CABA se 
previó, para el caso de los dictámenes de la Auditoría General del GCBA, 
que [t]odos sus dictámenes son públicos. Se garantiza el acceso irres-
tricto de cualquier ciudadano a los mismos”; mas ello no fue expresa-
mente establecido por el Constituyente a la hora de redactar el artículo 
133 de la Constitución”. En otras palabras, la jueza consideró que, como 
la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires hace alusión expresa so-
bre la publicidad de los informes de la Auditoría y no así sobre los de 
la Sindicatura, se debería entender que los informes no son públicos y, 
por lo tanto, no habría derecho de acceder a dicha información. Lo más 
llamativo de la sentencia es que toda la argumentación inicial se basa 
en que “…en la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se 
dispuso que todos los actos de gobierno son públicos” (…), al tiempo que 
en su Artículo 12º se previó que la Ciudad garantiza: (...). El derecho a 
comunicarse, requerir, difundir y recibir información libremente y (...) 
por cualquier medio y sin ningún tipo de censura”.8

Como sostuvimos en el informe antes citado “no sólo este organismo 
considera que lo producido sobre la gestión de la Administración Central 
no es materia de conocimiento e indagación para la ciudadanía, sino que el 
Poder Judicial local también considera que la no publicidad de los mismos, 
no afecta derechos consagrados por la Constitución local”.9

Entendiendo que estábamos frente a la conculcación de un derecho 
fundamental, apelamos inmediatamente el fallo, y obtuvimos su revocato-
ria por parte de la Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso 

7. A cargo del Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario porteño N.° 11. 
8. Causa Fundación Poder Ciudadano C/ GCBA (SGCABA) S/Amparo – Expediente N.º 
A-23383-2014-0. Sentencia de Primera Instancia de fecha 10 de abril de 2015.
9. Poder Ciudadano (2015b:16).
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Administrativo y Tributario de la Ciudad. Esta sostuvo que “siendo que no 
existe excepción expresa alguna que libere a la Sindicatura de la Ciudad de 
brindar acceso a los informes que realiza sobre la gestión pública, no puede 
admitirse que ella sea creada a través de una hermenéutica que, en sus 
efectos, desarticula los principios contenidos en los artículos 1.° y 105.° 
de la Constitución de la CABA y en la Ley N.°104.”.10 Además, entre otras 
cuestiones, la revocatoria agrega que “las disposiciones mencionadas se 
relacionan con el básico principio de la publicidad de los actos de gobierno 
que la Constitución de la Ciudad consagra desde su primer artículo con 
singular énfasis, junto con el de participación ciudadana y, asimismo, con 
el derecho a comunicarse, requerir, difundir y recibir información libre-
mente, por cualquier medio y sin ningún tipo de censura”.11

Si bien al cierre de este artículo12 la sentencia no está firme,13 re-
sulta importante aclarar que lo resuelto por la Sala II es de gran relevan-
cia no sólo para afianzar el contenido del derecho de acceso a la informa-
ción pública, sino también para ponerle fin a la accesibilidad diferenciada 
que existía respecto a los informes producidos por la Auditoría General 
de la Ciudad de Buenos Aires y por la Sindicatura General de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires.

Si bien es cierto que en el caso de la Ciudad de Buenos Aires exis-
te suficiente marco normativo que presuma que el derecho de acceso a la 
información pública está –o debería– estar garantizado, existen aún in-
numerable cantidad de barreras para su acceso efectivo y oportuno. El 
marco normativo debe ir acompañado necesariamente de mecanismos que 
garanticen ese acceso, pero, sobre todas las cosas, de la voluntad política de 
rendir cuentas de la gestión estatal. El silencio o el simple rechazo infun-
dado viola el derecho de la ciudadanía a informarse, participar y controlar 
la gestión de gobierno, siendo este un mecanismo de máxima importancia 
para el fortalecimiento del sistema democrático.

10. Las bastardillas son nuestras. 
11. Causa Fundación Poder Ciudadano C/ GCBA (SGCABA) S/Amparo – Expediente N.º 
A-23383-2014-0. Sentencia de Segunda Instancia de fecha 10 de diciembre de 2015
12. Diciembre de 2015.
13. La Sindicatura General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se encuentra en plazo 
para recurrirla.
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Caso 16

La publicidad oficial. Situación en Salta

Gonzalo Guzmán Coraita

1. La publicidad oficial: Su finalidad, funciones y características. Su uso 
distorsionado

Es un principio básico que en una república los actos de gobierno 
son públicos. Para cumplir con tal postulado es necesario que los Estados 
establezcan adecuados canales de comunicación con la ciudadanía a fin 
de que esta tenga la posibilidad efectiva de informarse acerca de la ges-
tión de la cosa pública. Sin la debida información, no es posible la par-
ticipación ciudadana en los asuntos públicos y sin ella, no es posible la 
democracia. 

Algunos de esos canales de comunicación habilitados práctica-
mente desde los orígenes de nuestras organizaciones gubernamentales, 
como los Boletines Oficiales, resultan hoy insuficientes por su escasa 
penetración.

Ante esa circunstancia los gobiernos debieron buscar y habilitar 
nuevos instrumentosa fin de lograr comunicar con eficacia sus acciones. 
Entre otras posibilidades, en nuestro país y en nuestra región es la pu-
blicidad oficial la herramienta ala que en mayor medida se ha recurrido 
para comunicar la gestión de Gobierno, junto con otros, por supuesto, tales 
como las agencias de noticias, canales y radios estatales.

Podemos definir a la publicidad oficial como el contrato celebrado 
entre el Gobierno y un medio de comunicación en virtud del cual este se 
obliga a publicar o difundir el mensaje que el Gobierno le encomiende a 
cambio de un precio en dinero.
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Ese mensaje debe reunir determinadas características para evitar 
distorsiones. Como han señalado voces autorizadas, tiene que ser nece-
sario, útil y relevante para el público, “no debe promover –explícita o 
implícitamente– los intereses de ningún partido político ni del gobierno, 
ni estar al servicio de destacar sus logros de gestión”,1 ya que en esos ca-
sos no estaríamos en presencia de publicidad oficial, sino de propaganda 
política. Por otra parte, esta debe cumplir una determinada función o 
finalidad, también para evitar distorsiones: la de ser un canal de comuni-
cación entre el Gobierno y la ciudadanía. En este marco, el precio que por 
la publicidad contraten los gobiernos con los medios no debe ser mayor 
al precio que por el mismo espacio pagan los anunciantes privados. Junto 
con estos rasgos, se sostiene que la publicidad oficial no debe ser utilizada 
como un medio para sostener económicamente a medios y periodistas. 
Por último, tiene que ser distribuida de manera equitativa, transparente 
y bajo criterios objetivos; ello para evitar que sea utilizada por los go-
biernos como un sistema de control o de disciplinamiento, mediante la 
asignación o retiro de pauta publicitaria para beneficiar a medios y perio-
distas afines, y para castigar a los críticos.

En la práctica encontramos, sin embargo, que en nuestro país la 
publicidad oficial ha sido utilizada de manera distorsionada y abusi-
va, situación facilitada por la falta de normas regulatorias sobre esta 
cuestión.

En los últimos años, el Gobierno Nacional ha invertido partidas 
supermillonarias para realizar propaganda política, para crear y sostener 
económicamente a medios paraoficiales, para ganarse la afinidad de otros 
medios mediante la asignación generosa de pautas. Ha sido utilizada, tam-
bién, como un sistema de castigo a los medios críticos, mediante la quita 
o el retiro de pauta. Los distintos pronunciamientos judiciales que se han 
dictado en la última década, desde el caso Editorial Río Negro2 a la fecha, 
dan cuenta de esa lamentable realidad.

1. ADC (2006:16).
2. Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN): “Editorial Río Negro S.A. c/ Neuquén, 
Provincia del s/ acción de amparo” (2007).
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Ese estado de cosas, es posible afirmar, se replica también en distin-
tas provincias argentinas. Salta, como veremos, no es la excepción.

2. La situación en Salta

2.1. La falta de regulación

En Salta, la distribución y contenido de la publicidad oficial no se 
encuentra regulada de manera adecuada. Ello ha permitido que sea utiliza-
da para fines que le son ajenos.

Así, es común que en dicha provincia los recursos destinados a la 
publicidad oficial sean utilizados para la autopromoción del Gobierno y 
de sus funcionarios. Es una práctica común y naturalizada la difusión de 
spots televisivos y radiales, por ejemplo, protagonizados por los propios 
funcionarios con un contenido netamente propagandístico, práctica que se 
intensifica en épocas electorales.

Eso en cuanto al contenido; respecto de la distribución, la falta de 
regulación adecuada ha permitido que la pauta oficial sea utilizada como 
un sistema de sostenimiento económico de medios y de periodistas que 
necesitan totalmente de ella para subsistir, ello ante la falta de anunciantes 
privados, quienes optan por concentrar su inversión publicitaria sólo en 
medios de reconocida trayectoria y audiencia.

También la falta de regulación de la distribución ha permitido que 
la pauta oficial sea utilizada como un sistema de premios y castigos. Existe 
en Salta un gran número de medios y periodistas que reciben importantes 
recursos que no guardan, ni en lo más mínimo, relación con su contrapres-
tación publicitaria y otros que, a pesar de su trayectoria y penetración, por 
su línea editorial crítica al Gobierno han visto mermados o bien desapare-
cer sus ingresos publicitarios del Gobierno.

2.2. La falta de transparencia y control

Ante la ausencia de normas, se suma la falta de transparencia y con-
trol por parte de los órganos competentes para hacerlo, como la Legislatura 
y la Auditoría General de la provincia.

El Gobierno no publica en sus páginas oficiales sus gastos publici-
tarios y, en los últimos años, los dispositivos de control habilitados por 
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la ley, en los hechos no funcionan. La Legislatura salteña no recibe infor-
mación sobre gastos de publicidad, como lo venía haciendo hasta 1999, 
y la Auditoría no realiza ninguna acción de control sobre la Secretaría de 
Comunicación de la provincia. El último ejercicio auditado del área corres-
ponde al 2005.

Este estado de cosas, esto es: ausencia de normas, de transparencia 
y de control, facilita las distorsiones y abusos en esta materia. A continua-
ción, desarrollamos estos puntos.

2.3. Normas sobre regulación de publicidad oficial en Salta: Se acatan, 
pero no se cumplen

La distribución publicidad oficial se encuentra en Salta formalmen-
te regulada por el Decreto Provincial N° 57/02 que consta de dos breves 
artículos y establece en sus considerandos que “…a los efectos de resguar-
dar adecuadamente el derecho constitucional de libertad de expresión y el 
acceso a los ciudadanos a ser informados desde una amplia diversidad de 
opiniones, corresponde efectivizar la publicidad de los actos de gobierno a 
través de los medios de mayor audiencia o penetración en cada localidad 
a la que esté destinada a abarcar”. Consecuentemente con ello, el Artículo 
1° establece que: “…la difusión de normas y actos de gobierno que efectúe 
el Estado se hará respetando como pauta orientadora, la distribución de 
las contrataciones entre los medios de mayor audiencia y penetración en 
las localidades destinatarias, procurándose la mayor difusión a través de 
la más eficiente aplicación de los recursos disponibles”.3 Finalmente, en el 
Artículo 2 se define que “la Secretaría de Prensa y Difusión deberá elaborar 
y mantener actualizado un listado de medios en los que se reflejen las pau-
tas establecidas en el artículo precedente”.

Sin embargo, en los hechos, esta norma, además de insuficiente, ha 
caído en desuso. Entre otras circunstancias, por las razones a las que más 
abajo hago referencia.

Con el objeto de conocer el grado de cumplimiento del Decreto 
N° 57/02, solicité en 2012 a la Secretaría de Comunicación una serie de 

3. Auditoría General de la Provincia de Salta (2007:9).



Corrupción y Transparencia • Informe 2015      345

documentos, entre otros, la lista de medios que se hubiese elaborado 
en cumplimiento de lo dispuesto por esa normativa. La reticencia de la 
Secretaría de Comunicación salteña a responder, me obligó en marzo de 
ese año a interponer una acción de amparo ante la Justicia. El 4 de junio, 
el Juzgado en lo Civil y Comercial de 8° Nominación a cargo de la jueza 
Beatriz Olmo de Perdiguero resolvió hacer lugar a la acción de amparo y 
ordenó a la Secretaría de Comunicación de la Provincia de Salta a entregar 
la información debidamente documentada.

La Secretaría de Comunicación, ante el dictado de la sentencia, se 
vio forzada a reconocer que jamás se había elaborado listado alguno de 
medios a pesar de los dispuesto por el Decreto de referencia, ya que según 
afirmó “nunca existió ni existe en la actualidad ningún organismo oficial 
o empresa privada que realice este tipo de mediciones de audiencia en la 
provincia de Salta. Solamente IBOPE Argentina es la única medidora de 
audiencia que existe en nuestro país, la que no realiza mediciones en la 
provincia de Salta”.4

Por estas circunstancias, la distribución de la publicidad oficial no 
se lleva a cabo en Salta bajo ningún parámetro objetivo. Sólo se encuentra 
sujeta a la discrecionalidad del Gobierno.

En una entrevista televisiva llevada a cabo el 6 de julio de 2012 en 
el programa de TV Salta Transparente, emitido por TV 2 Salta, capital, el 
propio secretario de Comunicación de aquel entonces, el Lic. Juan Pablo 
Rodríguez, luego de que reconociera que el Decreto N° 57/02 era de cum-
plimiento imposible, fue consultado sobre el criterio de distribución que 
utiliza la Secretaría para distribuir la pauta: “Hay criterios que se utilizan...
podremos estar de acuerdo o no con esos criterios...”, respondió. ¿No hay 
un criterio objetivo entonces?, se le repreguntó. “Honestamente, hay de 
todo –contestó–. Nosotros podemos hacer mea culpa en algunas pautas 
que asignamos y no tenemos problemas en decirlo”.5

4. Salta Transparente (2012).
5. Primer programa de Salta Transparente: Juan Pablo Rodríguez y sus explicaciones sobre 
la distribución de la pauta oficial. (6 de Julio de 2012), Canal 2 de aire Salta, disponible en: 
https://www.youtube.com/watch?feature=player_embedded&v=lWRoxTD-lTY

https://www.youtube.com/watch?feature=player_embedded&v=lWRoxTD-lTY


346     poder ciudadano

2.4. Los gastos en publicidad oficial en Salta, un secreto de Estado. Los 
primeros informes

Los gastos en publicidad oficial no son dados a conocer por el 
Gobierno Provincial, como sucede –aunque de manera imperfecta– a ni-
vel nacional. Desde 1990 y hasta 1999 estuvo vigente la Ley Provincial N° 
6583/90, cuyo Artículo 85 establecía la obligación de la Administración 
Pública de informar mensualmente “los pagos en publicidad y su destina-
tario”. Esa norma fue derogada en septiembre de 1999 por la Ley Provincial 
N° 7062/99 y desde esa fecha fracasaron los distintos proyectos legislati-
vos que se presentaron para restablecer esa obligación de rendición.

La supresión del Artículo 85 dispuesta en 1999 y mantenida hasta 
la fecha ha provocado que la Legislatura Provincial se vea privada, desde 
entonces, de un valioso y eficaz mecanismo de control, en un ámbito tan 
sensible como lo es el de la publicidad oficial. Los gastos en Publicidad 
Oficial, por estas circunstancias, son desde entonces en Salta prácticamen-
te un secreto de Estado, situación que logró revertirse, en gran medida, 
gracias a diversas acciones de amparo que presentamos ante la Justicia 
ante la oposición del Gobierno de brindar información.6

Las sentencias favorables dictadas en tales procesos permitieron 
que, en lo sucesivo, la provincia abandonara su actitud reticente a brin-
dar información cuando esta le era requerida, los que nos permitió, sin 
necesidad de recurrir a la Justicia, realizar un monitoreo de los gastos 
publicitarios de manera ininterrumpida desde el 2012, monitoreo que ve-
nimos publicando desde aquel entonces hasta la fecha en el portal Salta 
Transparente.7

Luego de que tomaran estado público, nuestros primeros infor-
mes pusieron en evidenciaun sistema de financiamiento de la pren-
sa polémico por su falta de reglas y de objetividad. Ante una opinión 

6. Sala III de la Cámara en lo Civil y Comercial -Salta, “Cornejo, Virginia Vs. Secretaría 
General de la Gobernación de la Provincia de Salta -Acción de Amparo”- Expte. N° CAM. 
301.440/10, 28 de mayo 2010; Causa: Guzmán, Gonzalo Vs. Secretaría de Comunicación de 
la Provincia - Amparo -Recurso de Apelación (Expte. Nº CJS 35856/12) (Tomo 188: 401/418 
- 15/mayo/2014).
7. www.saltatransparente.com

http://www.saltatransparente.com


Corrupción y Transparencia • Informe 2015      347

pública adversa a esta práctica, el gobernador de la provincia anunció en 
la Asamblea Legislativa del 1 de abril de 2012 que el Ejecutivo enviaría un 
proyecto de ley para regular la distribución de la publicidad oficial. Sin 
embargo, tal proyecto nunca se presentó.8

2.5. La falta de control en Salta 

Tampoco existe control sobre la gestión de los recursos destinados a 
la publicidad oficial. La Legislatura, como arriba mencionamos, no recibe 
informes sobre la materia desde que se derogara la norma que establecía 
la obligación del Ejecutivo de dar cuenta, mensualmente, de esos gastos. 

Por su parte, la Auditoría General de la provincia, desde hace diez 
años que no audita la distribución de la publicidad oficial: el último in-
forme sobre la materia fue publicado en junio del 2007 y corresponde al 
ejercicio 2005.9 En aquella oportunidad, la Auditoría denunció la falta de 
aplicación del Decreto N° 57/02, señalando que la entonces Secretaría de 
Prensa (hoy Secretaría de Comunicación) “no posee un mecanismo que le 
permita conocer cuáles son los medios de mayor audiencia y penetración, 
según lo exige la citada norma”,10 al tiempo que señala que la Secretaría 
incumplió con las normas impuestas para las contrataciones directas.11 
Irregularidades estas que aún persisten.

La falta de normas, de transparencia y de control por parte de los 
órganos encargados de hacerlo, han dado ocasión a que los gastos de publi-
cidad oficial puedan realizarse en un ámbito de absoluta discrecionalidad, 
lo que posibilita, a su vez, la censura indirecta de los medios de comunica-
ción social.

En los últimos años se han distribuido importantes recursos entre 
medios y periodistas, excediendo incluso lo previsto presupuestariamente. 
De esta manera y en los hechos, el Gobierno ha creado un conglomerado 
de medios oficialistas que le ha permitido, en gran medida, manipular la 
información que llega a la ciudadanía.

8. Diciembre de 2015.
9. Auditoría General de la Provincia de Salta (2007).
10. Idem, página 9.
11. Idem, página 8.
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En 2012, el Gobierno de la provincia presupuestó un gasto en publi-
cidad de $35.020.000.- y gastó $48.562.492.-; en 2013, se presupuestaron 
$43.973.000.- y se gastaron $67.916.291.-; en 2014, el presupuesto asigna-
do a publicidad fue de $57.553.000 y la suma efectivamente implicada fue 
de $94.630.350.-. El presupuesto para publicidad oficial en el 2015 fue de 
$84.919.433.-. Sin embargo, el gasto publicitario efectivamente realizado 
sólo durante los siete primeros meses de ese año alcanzó los $75.398.856,70.- 
de acuerdo con la documentación oficial a la que tuvimos acceso.12

2.6. El Caso “Gonza”. Un punto de inflexión

El 22 de junio de 2015 se dictó un importante pronunciamiento judi-
cial sobre la materia que puede ser un punto de partida hacia la regulación 
de la publicidad oficial de Salta. Juan Guillermo Gonza, dueño y editor del 
Semanario Nueva Propuesta, sufrió durante el 2012 una quita parcial de la 
pauta publicitaria que tenía asignada por parte del Gobierno de la provin-
cia. De los $12.000.- que recibía mensualmente pasó a percibir $7.000.-, y 
a los pocos meses, el Gobierno resolvió el retiro total de la pauta; esta vez 
no sólo la del Semanario, sino también la de un programa televisivo con-
ducido por Guillermo Gonza, hijo del editor. La quita y posterior retiro de 
la pauta coincidieron con la publicación en el semanario de una serie de 
artículos críticos al Gobierno.

Ante esta situación, que significó para el Semanario tener que re-
ducir sus tiradas y el número de páginas de cada una de sus ediciones y 
para el programa televisivo directamente su levantamiento, Juan Gonza 
y Guillermo Gonza iniciaron acción de amparo contra la provincia en la 
que participé junto con los abogados Alejandra Gonza y Luis Gonza, como 
letrados patrocinantes de los actores.13

En su demanda, los actores exigieron no sólo la restitución de la 
pauta, sino también que se ordenase a la provincia el dictado de una nor-
ma que regulase la distribución de la publicidad oficial bajo criterios de 
objetividad, equidad y transparencia.

12. Salta Transparente (2015).
13. “Gonza, Juan Guillermo contra Poder Ejecutivo -Estado Provincial de Salta por amparo”, 
Expediente -488071/14.
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La provincia solicitó el rechazo de la acción, argumentando que la 
pretensión de los Sres. Gonza era exclusivamente patrimonial y que, por lo 
tanto, la acción de amparo intentada resultaba improcedente.

El caso contó con la participación de Poder Ciudadano, que se pre-
sentó como amicus curiae. En su escrito de presentación, Poder Ciudadano 
señaló que la conducta estatal impugnada por los amparistas es violatoria 
del derecho constitucional a la libertad de expresión, que las disposiciones 
del Decreto N° 57/02 son insuficientes para regular la materia y que este 
vacío legal permite que la pauta sea utilizada como un mecanismo de con-
trol de los medios de comunicación, una forma de censura o, directamente, 
como mecanismo para la creación de medios adeptos al gobierno de turno.

El caso también mereció la atención de la Relatoría Especial para 
la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, que en su informe de 2014 recordó que no se puede restringir el 
derecho de expresión por vías o medios indirectos, y que la asignación arbi-
traria y discriminatoria de la publicidad oficial con el objetivo de presionar y 
castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios 
de comunicación en función de sus líneas informativas, atentan contra la 
libertad de expresión y deben estar expresamente prohibidas por la ley.14

Finalmente, el 22 de junio de 2015, la Dra. Bibiana Acuña, jueza ti-
tular del Juzgado en lo Civil y Comercial de 10° Nominación del Distrito 
Judicial Centro de Salta, dispuso hacer lugar parcialmente a la demanda, or-
denando al Gobierno a restituir la pauta oficial otorgada al Semanario Nueva 
Propuesta y al programa de TV “Viaje de Pesca”, dentro de un esquema de 
distribución de publicidad que respete los estándares establecidos por la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos “Editorial Río Negro” y 
“Editorial Perfil”15,y exhortando a la provincia a la consideración del dictado 
de una norma de carácter general que regule las contrataciones de publici-
dad oficial, bajo los estándares recién señalados y que garantice la libertad 
de prensa, contra actos que directa o indirectamente puedan afectarla.16

14. Salta Transparente (2015b). 
15. Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Editorial Perfil S.A. y otro c/ E.N. –Jefatura 
Gabinete de Ministros– SMC s/ amparo Ley 16986” (2011), pág. 7.
16. Juzgado en lo Civil y Comercial de 10° Nominación del Distrito Judicial Centro de Salta, 
“Gonza, Juan Guillermo contra Poder Ejecutivo -Estado Provincial de Salta por amparo”, 
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En cumplimiento de la sentencia, el Gobierno acordó con los actores 
la restitución de la pauta y decidió desistir del recurso de apelación que 
había planteado contra la sentencia. De esta manera, el fallo quedó firme 
y consentido.

El fallo, que sigue importantes precedentes de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación –como en los ya señalados Editorial Río Negro, 
Editorial Perfil, Artear–17 es de enorme trascendencia para Salta ya que 
puede implicar un verdadero punto de inflexión si la provincia acatara la 
exhortación que se le ha efectuado y regulara, finalmente, mediante una 
ley, la distribución de la publicidad oficial.

3. Conclusiones

La situación de la publicidad oficial en Salta que describimos en este 
trabajo es probable que se replique en muchos municipios y provincias de 
nuestro país. Esto es preocupante ya que el uso distorsionado de los recur-
sos publicitarios afecta la libertad de expresión y la democracia.

El trabajo para revertir este estado de cosas es arduo porque no exis-
te hoy voluntad política de los gobiernos de legislar esta materia, ya que 
no están dispuestos a perder la cuota de poder que el manejo arbitrario y 
discrecional de la pauta les otorga sobre los medios y periodistas; es arduo, 
también, porque al mismo periodismo, aunque suene paradójico, tampoco 
parece interesarle su regulación.

La falta de regulación, nos atrevemos a afirmar, beneficia a medios 
y periodistas por múltiples razones: a quienes reciben importantes pautas 
no les interesa que una ley desmantele sus negocios; la falta de regulación 
les da margen a periodistas inescrupulosos para “negociar” con el Gobierno 
pautas a cambio de “silencios”. Los medios se desenvuelven en contextos 
de precariedad e informalidad, y la regulación de la distribución de la pu-
blicidad oficial podría dejarlos fuera del reparto –por no tener licencias o 
habilitaciones, o por no tener sus empleados registrados, etc.–. A ello se 

Expediente 488071/14, junio de 2015.
17. Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN), “Arte Radiotelevisivo Argentino S.A. c/ 
Estado Nacional -JGM -SMC s/ amparo Ley N° 16986” (2014).
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suma que para muchos medios, ante la falta de anunciantes privados, la 
pauta oficial cumple en los hechos la función de un subsidio.

Si bien, como dijimos, la tarea es ardua, estamos convencidos de que 
no resulta imposible. En los últimos años, y gracias al empeño de periodistas 
y de organizaciones como Poder Ciudadano o la Asociación por los Derechos 
Civiles (ADC), entre otras, las malas prácticas en materia de publicidad ofi-
cial han sido puestas en evidencia y este problema ha logrado instalarse, en 
cierta medida, en la opinión pública, logrando que ello no sea visto como 
algo “natural”, sino, al contrario, como algo que debe cambiarse.

Se ha instalado, asimismo, en la agenda de los legisladores –dan 
cuenta de ello los proyectos de ley presentados en los últimos años en dis-
tintos puntos del país y en el propio Congreso de la Nación– y en la de los 
políticos, quienes han incluido como punto de sus plataformas electorales 
la necesidad de legislar sobre la materia.

Queda, por supuesto, un camino por recorrer. Quizá sea muy op-
timista, pero creo que los pasos iniciales y más importantes ya han sido 
dados.
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Caso 17

Fondos reservados en Salta. Un caso 
testigo de las dificultades en la lucha 
ciudadana contra la corrupción 

Roque Rueda

En el caso que voy a exponer, 2015 fue el año de la triste asunción de 
que las instituciones de la República Argentina definitivamente no habían 
funcionado. La denuncia de una evidente violación de los compromisos 
asumidos por nuestro país respecto de la lucha contra la corrupción –que 
había atravesado cinco años de procedimientos ante la Justicia nacional– 
tuvo finalmente que ser llevada a los organismos internacionales, porque 
no halló un tribunal argentino que decidiera analizarla.1

1. Un caso de corrupción política corporativa

No es casual que el refrán más corrientemente aplicado a la corrup-
ción sea el de la manzana podrida, que pudre el resto de las manzanas del 
cajón. La corrupción nunca es individual. El delito individual se convierte 
en corrupción cuando una segunda persona, de alguna manera, lo convali-
da o lo encubre. El delito descubierto en un entorno sano, tiene sanción y, 
eventualmente, reparación. Descubierto en un marco de corrupción, difí-
cilmente tenga alguna de las dos cosas.

1. Poder Ciudadano acompañó el planteo realizado ante la Comisión Interamericana de los 
Derechos Humanos, que está dando sus primeros pasos en Washington D.C.
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La corrupción siempre es social. Pero es más difícil de combatir si 
además es corporativa. El caso que aquí se trata ilustra este último tipo de 
corrupción. Creo, además, que es una muestra –tal vez más burda de lo 
normal– de algo que probablemente ocurre a lo largo y a lo ancho del país, 
deteriorando nuestra democracia.

1.1. Una cláusula rara en el Presupuesto Municipal

En 2009 fui elegido concejal de la ciudad de Salta, Municipio Capital 
de la provincia del mismo nombre. Al momento de asumir, el Concejo sa-
liente acababa de aprobar el Presupuesto que regiría durante el ejercicio 
2010. Analizando la norma,2 me encontré con un artículo de redacción vo-
luntariamente críptica. Una vez desentrañado, dejaba a la luz uno de los 
instrumentos más importantes de distorsión de la actividad política, no 
sólo en existente en Salta: la circulación en negro de dinero público en los 
estamentos institucionales.

A través del Art. 8 de la Ordenanza N°137753 se habilitaba en for-
ma expresa al intendente y al presidente del Concejo Deliberante para eje-

2. Cf. La Ordenanza N° 13775/09 puede encontrarse –si bien publicada defectuosamente– 
en la página del Concejo Deliberante de Salta, disponible en: http://200.68.105.23/cdsalta-
digesto.gov.ar/ordenanzas/O-2009-13775.htm
3. “Artículo 8º: Las erogaciones por todo concepto que deben atenderse con recursos de 
CUENTAS ESPECIALES, en ningún caso podrán exceder al monto efectivo de estos, los saldos 
acreedores que arrojen las cuentas especiales al cierre del ejercicio serán transferidos a RENTAS 
GENERALES, excepto los que por expresa disposición contenida en Ordenanza dictada al efecto 
se transfiera al ejercicio siguiente. Autorizar al Departamento Ejecutivo Municipal y a 
la Presidencia del Concejo Deliberante a ejecutar la partida 1.3.1. sin necesidad 
de lo previsto en el Artículo 18 de la Ordenanza Nº 5552”. [El resaltado es del autor]. 
La última frase es la que disimuladamente creaba el sistema de fondos reservados. La Partida 
1.3.1. es la de Subsidios y Subvenciones. La Ordenanza N° 5552 es la Ordenanza Orgánica 
del Tribunal de Cuentas Municipal y su Artículo 18 es el que trata sobre los “cuentadantes”. 
“ARTÍCULO 18.- DE LOS CUENTADANTES.- “Los agentes de la Administración 
Municipal, los organismos y personas a quienes se les haya confiado el cometido de recaudar, 
percibir, transferir, invertir, pagar, administrar o custodiar fondos, valores y otros bienes de 
propiedad del Estado Municipal, o puestos bajo su responsabilidad, como también los que 
sin tener autorización legal para hacerlo tomen injerencia en las funciones mencionadas, 
reciben la denominación de Cuentadantes, y están obligados a rendir cuentas en la forma que 
establece la presente Ordenanza, las disposiciones particulares que se dictaren para cada caso 
y la reglamentación que al efecto dicte el Tribunal de Cuentas. La responsabilidad de rendir 

http://200.68.105.23/cdsalta-digesto.gov.ar/ordenanzas/O-2009-13775.htm
http://200.68.105.23/cdsalta-digesto.gov.ar/ordenanzas/O-2009-13775.htm
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cutar la partida destinada a subsidios y subvenciones sin rendir cuentas 
posteriormente del uso que le dieran. De esta manera, la cuenta llama-
da “Subsidios y Subvenciones” se convertía en realidad en una partida de 
gastos reservados. Profundizando más tarde el estudio del asunto, advertí 
que se trataba de una cláusula que venía repitiéndose en las ordenanzas 
presupuestarias desde 2005 por lo menos. Desde 2009, este mecanismo se 
utilizó dos veces más hasta que finalmente se eliminó.

1.2. La lógica corporativa

La existencia de gastos sin rendición de cuenta en el Estado resulta 
inconcebible desde la lógica republicana, más aún en un simple munici-
pio, donde no se puede argüir el único justificativo posible: la necesidad de 
mantener ciertas erogaciones temporariamente ocultas, por cuestiones de 
seguridad nacional, de inteligencia o de lucha contra el crimen organizado.

Es inconcebible desde el punto de vista de la República, pero sobre 
todo violenta otro pilar de la tríada constitucional: el principio represen-
tativo. No hay verdadera representación si no hay rendición de cuentas 
posterior.

Desde este punto de vista, se percibe más nítidamente ese tipo es-
pecífico de corrupción que es la corrupción corporativa. La política, por 
definición, debe servir a intereses generales. Cuando se vuelve corporativa 
comienza a servir a sus propios intereses: los representantes del pueblo 
olvidan su carácter de representantes, es decir, gestores de lo ajeno, para 
asumir el rol de dueños. Sólo desde esa lógica de “dueño de lo público” 
puede el sistema político justificar el establecimiento de un sistema de fon-
dos sin rendición. Sólo desde esa lógica son posibles ciertas “explicaciones 
de pasillo” que discretamente –nunca públicamente– me fueron dando 
diversos actores desde que comencé a plantear la ilegalidad del sistema. 
Estas pueden resumirse en: 

>	 Que la política debe financiarse a sí misma porque de otro 
modo queda presa de los ricos y poderosos;

cuentas se extenderá a la gestión de los créditos por cualquier título que fuere y a las rentas 
que dejaren de percibir”. [El resaltado es del autor].
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>	 Que ese financiamiento no puede hacerse transparente y pú-
blico porque “la gente no lo entendería”;

>	 Que el político debe manejar fondos suficientes para respon-
der al “mangueo” constante al que se ve sometido.

El carácter corporativo y sistémico del mecanismo era palmario, ade-
más, en este caso, por su diseño: la norma habilitaba a sólo dos funcionarios 
para manejar millones de pesos sin rendición posterior de cuentas: el inten-
dente y el presidente del Concejo Deliberante. Desde un plano de análisis 
puramente político partidario, resultaba inentendible, ya que de ese modo la 
oposición entregaba un importantísimo resorte de poder –no ganado en las 
urnas e imposible de controlar– a dos funcionarios del partido gobernante.

La única explicación posible era la evidente: la oposición participaba 
de alguna manera de los beneficios corporativos de esa cláusula.

1.3. Los números concretos. La combinación con los “superpoderes”

Para graficar el alcance real del sistema es útil indicar los montos con-
cretos de los que hablamos, pero haciendo previamente tres aclaraciones.

La primera es que nos referimos a un municipio mediano de unos 
seiscientos mil habitantes. Los montos deben ponerse en perspectiva te-
niendo en cuenta esa circunstancia.

En segundo lugar, los montos están expresados en valores históri-
cos. Si se actualizaran las cifras a 2015, por cualquier medición de infla-
ción, su entidad sería mucho mayor.

La última aclaración es, a su vez, demostrativa del grado de alie-
nación institucional al que llegaba el sistema: todos los años, la partida 
exenta de rendición (Subsidios y Subvenciones) nacía con la asignación de 
un determinado número de millones de pesos. Con el correr de los meses, 
los mismos dos funcionarios habilitados para ejecutarla sin control la ha-
cían crecer utilizando, a su vez, otra facultad inconstitucional: los llamados 
“superpoderes” presupuestarios.

La misma Ordenanza Presupuestaria que presentaba la habilitación 
para gastar sin rendir, incluía otros artículos por los que se delegaba en 
el intendente y en el presidente del Concejo Deliberante la modificación 
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discrecional y unilateral de las partidas presupuestarias previstas para el 
Departamento Ejecutivo y el Concejo, respectivamente.4 Esta facultad era 
utilizada para derivar fondos a la “caja negra” de Subsidios y Subvenciones, 
con lo que estos dos funcionarios, en los hechos, todos los años se “auto 
eximían” de rendir cuentas sobre varios millones de pesos más.

En el siguiente cuadro, se expone con qué monto nació la partida du-
rante los años que pude conocer a través de la Cuenta General del Ejercicio,5 
y con qué montos de ejecución terminó exponiéndose en dicho documento:

Cuadro 1: Montos originales y ejecutados de la partida Subsidios y Subvenciones. Municipio 
Salta. Años 2009 a 2011. 

Original Ejecutado

2009 $8.220.000,00 $13.873.041,89

2010 $9.160.000,00 $16.317.942,48

2011 $12.585.349,26 $22.667.349,26

2012 $17.034.419,15 $24.854.342,38

Total $46.999.768,41 $77.712.676,01

Fuente: Elaboración del autor sobre la base de información de las Cuentas Generales de 
Ejercicio 2009 a 2011.

El aumento dispuesto mediante “superpoderes”, como puede verse, 
fue de aproximadamente un 60% anual promedio. En un análisis más fino, 
cuya exposición excedería el propósito de este artículo, se observa que en 
realidad el crecimiento sustancial se dio siempre en el ámbito del Concejo 
Deliberante, que es precisamente donde menos razón de ser tiene la par-
tida de subsidios. De esta manera, la responsabilidad política del sistema 

4. Los artículos por los que se concedían “superpoderes” eran el 5, el 7 (segundas oraciones 
del primer párrafo), el 10, el 17, el 18 y el 27 de la Ordenanza Presupuestaria Municipal N° 
13775.
5. No hay publicación de la Cuenta General del Ejercicio. Una copia se remite al Tribunal de 
Cuentas, y este, con su informe, la presenta al Concejo Deliberante, donde se hacen copias 
para los concejales. Los números de expediente correspondientes a las aquí analizadas son: 
Expte. 22114-SH-2010, CGE 2009; Expte. 25382–SG, CGE 2010; Expte. 22919-SG-2012, 
CGE 2011; y Expte. 28161-SG-2013, CGE 2012.
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se diluía mejor. En ese mismo análisis más profundo, se puede determinar 
qué proporción de subsidios reales se concedían todos los años. Los verda-
deros subsidios se publicaban en el Boletín Oficial, dado que así lo impo-
nían otras normas. Su monto acumulado no llegaba al 20% de los montos 
totales de ejecución denunciados por ese concepto.6

2. Todos los caminos conducen al silencio (o casi todos)

En ese diciembre de 2009, al tomar conocimiento de la existencia de 
esta cláusula, comenzó un largo derrotero que, hasta el momento, ha dado po-
cos frutos concretos. El ataque al sistema de “fondos reservados” camuflados 
de subsidios fue intentado por distintas vías, en las que, afortunadamente, no 
fui protagonista exclusivo. Con el tiempo fueron sumándose, desde distintos 
roles, otras personas e instituciones comprometidas con la transparencia.

2.1. La vía legislativa

Uno de los primeros proyectos que presenté como concejal, iniciado 
el año legislativo 2010, fue la derogación de la cláusula de fondos reserva-
dos. Un recordatorio para lo que sigue: la cláusula eximía de rendir cuentas 
a dos funcionarios del oficialismo: el intendente y el presidente del Concejo 
Deliberante. El Concejo que me tocó integrar estaba compuesto, mayorita-
riamente, por representantes de la oposición política –o que al menos así 
se habían presentado a las correspondientes elecciones–; sin embargo, no 
fue posible lograr el número de votos necesario para la derogación.

Llegado el tratamiento del Presupuesto 2011, la cláusula fue nue-
vamente incluida –con la oposición de muy pocos concejales–; lo mismo 
ocurrió al tratarse el Presupuesto 2012.

6. Resulta casi imposible hacer referencia a todos los boletines oficiales en los que se 
publicaron decretos de concesión efectiva de subsidios. La norma que imponía publicar los 
subsidios, en efecto otorgados, es el Decreto Municipal 318/04, de contención del gasto, al 
disponer que estos debían ser concedidos por decreto del Intendente. Todos los decretos 
deben ser publicados en el Boletín Oficial para tener vigencia. En las cuentas del Ejercicio, de 
hecho, se publicaba un listado de estos subsidios concedidos mediante decreto. Pero el monto 
finalmente denunciado como ejecutado en la Cuenta General del Ejercicio excedía en mucho 
la sumatoria total de todos estos decretos.
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Recién a mediados de 2012, como resultado del estado público que 
habían tomado las acciones judiciales que paralelamente inicié, y sobre todo 
del trabajo serio, minucioso y efectivo de un concejal que integró el Concejo 
Deliberante posterior –el CPN Carlos Zapata– la cláusula fue derogada.

Sin desmerecer esta victoria, que hasta ahora más ha tenido de formal 
que de otra cosa, lo cierto es que el ámbito legislativo –supuesto foro de dis-
cusión y caja de resonancia de la cosa pública– funcionó generalmente como 
amortiguador político donde todo se asordinó, donde nacieron condenadas 
a muerte una serie de iniciativas tendientes a echar luz sobre el asunto.

La regla fue la opacidad, que muy lentamente fue disipándose, y 
siempre parcialmente. Así, por ejemplo:

>	 Se aprobaron las Cuentas Generales de Ejercicio de todos los 
períodos involucrados hasta 2012, a pesar de que toda una 
parcela de la erogación pública había “desaparecido”. Recién 
en 2014 el Concejo decidió devolver la exposición de 2013 al 
Tribunal de Cuentas, solicitando el análisis del uso de dicha 
partida;

>	 Se rechazaron las iniciativas de juicio político a los miembros 
del Tribunal de Cuentas Municipal que habían obviado el con-
trol en ese aspecto;

>	 Se rechazaron todas las iniciativas tendientes a que los res-
ponsables del propio Concejo Deliberante rindieran cuentas 
ante ese mismo cuerpo.

Pero no sólo en el plano de toma de decisiones políticas fue opaco 
el Concejo Deliberante. Lo fue, incluso, en lo simplemente administrativo, 
hasta tal punto que fue necesario promover una acción de amparo para 
acceder a la documentación relativa al uso de la partida en cuestión. 

Sólo luego de ese juicio, iniciado por Gonzalo Guzmán,7 un amigo que 
dirige el blog Salta Transparente,8 se lograron conocer los instrumentos de 

7. Nota del Compilador: para ampliar este tema, ver Caso 16 de este Informe.
8. www.saltatransparente.com 

http://www.saltatransparente.com
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imputación a la partida y las órdenes de pago de los supuestos subsidios 
otorgados por el Concejo Deliberante durante 2012 y 2013, por un total de 
$26.000.000.-. Los más de doscientos instrumentos no tenían indicación 
de beneficiario ni de finalidad del subsidio. El único dato era el monto en 
cada caso.9

2.2. La vía del Tribunal de Cuentas Municipal

La ciudad de Salta tiene un Tribunal de Cuentas previsto en su Carta 
Orgánica, con atribuciones para controlar todas las cuentas y operaciones 
con contenido de Hacienda del Municipio.

Este órgano de control, sin embargo, convalidó año tras año la vir-
tual desaparición de millones de pesos no rendidos, amparándose en que la 
Ordenanza Presupuestaria había dispuesto la eximición de rendición. Por 
supuesto, el argumento fue siempre absurdo, dado que significaba aceptar 
que los órganos controlados dictasen una norma inferior por la que se au-
toexcluyen del control que dispone la Carta Municipal como atribución del 
Tribunal de Cuentas.

En 2010, indiqué por nota esta contradicción al Tribunal de Cuentas, 
sin resultado. Ni siquiera se logró que cumpliese su tarea a este respecto en 
2014, cuando el propio Concejo Deliberante le devolvió la Cuenta General 
de Ejercicio 2013 requiriendo que analizase el uso de la partida subsidios.

2.3. La vía judicial - constitucional. Deserción de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación

La sensación de falencia de las instituciones en este caso fue tal vez 
más intensa en el intento de desarticular judicialmente el sistema de fon-
dos reservados.

9. Los datos, como tales, no se publicaron finalmente en Salta Transparente; en realidad, se 
trataba de documentación bastante árida: más de 200 disposiciones administrativas sin datos 
más que el monto. La documentación que se logró a través de este amparo se utilizó para 
acercarla a la causa penal de la que también se habla en este capítulo. Cf. Salta Transparente 
(2014a, b y c). Las noticias del caso se replicaron en otros medios. Por ejemplo, una nota del 
segundo diario de más tirada de la ciudad de Salta fue altamente demostrativa del tenor de la 
postura de las autoridades del Concejo Deliberante. Cf. Nuevo Diario de Salta (2014).
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En 2010 –y nuevamente en 2011, con relación al Presupuesto de ese 
año–solicité a la Corte de Justicia de la provincia de Salta la declaración de 
inconstitucionalidad de la cláusula de gastos sin rendición.10

Mi condición de ciudadano –“habitante” es la palabra que utili-
za la Constitución Provincial– alcanzaba para otorgarme legitimación 
en el planteo, dado que en Salta existe la llamada “acción popular de 
inconstitucionalidad”,11 por la que cualquier persona, sin necesidad de in-
vocar un interés personal afectado, puede pedir la declaración de incons-
titucionalidad de normas de alcance general. Además, mi condición de 
concejal me legitimaba específicamente, ya que la cláusula que impugnaba 
afectaba en forma directa mis atribuciones como legislador municipal, al 
excluir de todo control –y, por ende, del control parlamentario– una par-
cela del gasto público.

La Corte de Salta, sin embargo, luego de procesos innecesariamen-
te dilatados y con irregularidades que sería largo indicar aquí, rechazó el 
planteo en ambas causas.12 En sentencias divididas, los cuatro jueces que 
conformaron la ajustada mayoría aplicaron forzadamente una doctrina de 
la Corte de Justicia de la Nación que niega legitimación a los legisladores 
nacionales en casos muy distintos del que yo llevé a la Justicia. Afirmaron, 
en resumen, que era mi calidad de concejal la que obstaba a que yo llevara 
el caso a la Justicia, porque ello hubiese significado reeditar en sede judi-
cial el debate que había perdido en el cuerpo que integraba. En el caso, este 
argumento resultaba absurdo. Basta con decir que en el primer expediente 
yo había planteado la inconstitucionalidad de una norma dictada cuando 
no era concejal y que limitaba de antemano mis atribuciones como tal.

La minoría, conformada por los tres jueces que sí me reconocieron 
legitimación, postuló la declaración de inconstitucionalidad.

Ante esta circunstancia, me vi obligado a plantear, en ambas cau-
sas, el Recurso Extraordinario Federal, para llevar el caso ante la Corte 

10. Expedientes CJS N° 33166/10 y N° 34178/11, ambos caratulados “Rueda, Roque – Acción 
Popular de inconstitucionalidad”. Ambas sentencias pueden encontrarse en el buscador de la 
Corte de Justicia de Salta.
11. Artículo 92 Constitución de la Provincia de Salta.
12. Me refiero a las dos causas, que son sustancialmente idénticas, pero se refieren una al 
Ejercicio 2010 (N° 33166/10), y la otra al Ejercicio 2011 (N° 34178/10).



362     poder ciudadano

Suprema de Justicia de la Nación. La Corte de Salta tardó cerca de dos años 
para decidir si me concedía o no dicho recurso. Lo hizo recién cuando, en 
una decisión muy inusual, la Corte Nacional la intimó a resolver el punto. 

Mis esperanzas renacieron cuando ambas causas se radicaron en la 
Corte Suprema. Resultaba evidente que el asunto revestía gravedad insti-
tucional. El sistema conculcaba burdamente principios liminares de nues-
tro sistema constitucional. Por si esto fuera poco, constituía una evidente 
violación de los compromisos internacionales asumidos por la Argentina 
en la lucha contra la corrupción –como la Convención Interamericana y 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción–, lo que yo había 
indicado desde el primer escrito.

Me esperanzaba, además, el hecho de que había sido la propia Corte 
Suprema la que, como dije, había intimado a la Corte de Salta a resol-
ver respecto de la concesión del Recurso Extraordinario, con lo que ha-
bía promovido la radicación de la causa en sus estrados. A todo esto se 
sumó el apoyo institucional de Poder Ciudadano y la Asociación Civil por la 
Igualdad y la Justicia (ACIJ), que solicitaron formalmente participar como 
amici curiae ante el Tribunal.

Sin embargo, comenzaron a correr los días, las semanas… Dieciocho 
meses después de radicadas ambas causas en la Corte, salió la sentencia 
por la que el máximo tribunal del país, en dos renglones y sin hacer absolu-
tamente ninguna consideración, daba por cerrado el caso en la Justicia na-
cional. Ello aplicando la facultad dudosamente constitucional del Artículo 
280° del Código Procesal de la Nación –el llamado “certiorari” argentino– 
por el que, en los hechos, nuestra Corte Nacional selecciona con criterio 
político en qué casos actuará.

De esta manera, cesó toda posibilidad de revisar judicialmente el 
asunto y, de paso, establecer criterios jurisprudenciales que hubiesen sido 
valiosos para todo el país.13

13. Los Recursos Extraordinarios ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación llevaron los 
números de expediente R409/13 (con la queja R428/13 acumulada) y R429/134. Las senten-
cias de certiorari en ambos expedientes se dictaron el 30 de septiembre de 2014. El fallo al 
que se hace referencia antes, por el que la CSJN obligó a la Corte de Salta a resolver si con-
cedía o no el Recurso Extraordinario, se dictó el 18 de junio de 2013 (Fallos, 336:832).
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En marzo de 2015, como consecuencia de esto, presenté el caso ante 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, donde se encuentra en 
estudio preliminar. Poder Ciudadano también acompañó el planteo en esa 
sede internacional.

2.4. La vía penal

Con el correr del tiempo, se hizo evidente que no bastaba con el 
planteo de inconstitucionalidad ni con las gestiones políticas. Aun después 
de derogada la cláusula que eximía de rendir cuentas, el sistema siguió en 
pleno funcionamiento en el ámbito del Concejo Deliberante.

Por este motivo, en 2013, con el entonces concejal Carlos Zapata, 
nos presentamos formalmente ante el Procurador General de la Provincia 
solicitando que se investigase la posible comisión de delitos de acción pú-
blica en la ejecución de la partida Subsidios del Municipio Capital, por 
$74.000.000.- desde 2009 en adelante. En 2014, ampliamos la denuncia 
para incorporar al análisis el Ejercicio 2013 completo, con lo que el monto 
en cuestión llegó a $90.000.000.-, aproximadamente.14

La denuncia se radicó en la Fiscalía de Delitos Económicos 
Complejos, y comenzó allí otro largo derrotero. Nuestra calidad de meros 
denunciantes nos obligó a contentarnos con la información que graciosa-
mente quisieran darnos los funcionarios de la Fiscalía, quienes con el co-
rrer de los meses fueron tornándose más y más reticentes. 

Casi un año y medio después, el fiscal no había decidido si abriría la 
investigación formal o no, es decir, no había dado el primer paso procesal 
sustancial.

En esta instancia, su pliego se presentó en el Senado Provincial para 
ascender al rango de fiscal de Impugnación. Los denunciantes nos presen-
tamos ante la Comisión de Acuerdo del Senado Provincial solicitando que 
no se lo tratase hasta que no decidiera, por sí o por no, el inicio de la inves-
tigación formal. Semanas después nos enteramos, por casualidad, de que 
discretamente había decidido el archivo de la causa.

14. La causa se tramitó inicialmente como Averiguación Preliminar 33/13 “Sres. Carlos 
Raúl Zapata y Roque Rueda presentan nota”, y posteriormente fue caratulada como “GAR-
126157/15 Rodríguez, Tomás Salvador – Costa, Daniel Eduardo por abuso de autoridad”.
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Este primer archivo fue rechazado por la fiscal de Impugnación 
correspondiente, que estimó que debía profundizarse la investigación 
preliminar. La causa se radicó ante otro fiscal, quien no se excusó a 
pesar de ser sobrino de uno de los miembros del Tribunal de Cuentas, 
también denunciado. Este nuevo fiscal propuso por segunda vez el 
archivo.

Nuevamente se elevó la causa a otro fiscal de Impugnación, quien 
luego de más de seis meses rechazó el archivo e imputó a uno de los cua-
tro presidentes del Concejo Deliberante involucrados y a su secretario 
administrativo, por los supuestos delitos de abuso de poder e incumpli-
miento de deberes. El dictamen, sin embargo, no se centró en el uso de 
los fondos, es decir, en su virtual desaparición, sino en una formalidad: la 
delegación que había realizado el presidente del Concejo en su secretario 
para ejecutar la partida de subsidios, que para el fiscal de Impugnación 
resultó ilegal.

Este dictamen reabrió la causa que dos fiscales, previamente, habían 
querido archivar, pero también es cierto que centró su análisis en forma-
lidades que rozan tangencialmente el verdadero hecho de corrupción que 
se busca desentrañar. El fiscal al que bajó la causa –el tercero que conoce 
en esta–, nuevamente, en vez de investigar el destino de los fondos, que 
es lo que correspondía hacer desde el inicio, se circunscribió al análisis de 
las formalidades que habían sido foco para el fiscal de Impugnación, pro-
cediendo a dictar el sobreseimiento del ex presidente del Concejo y de su 
secretario administrativo.

Ahora bien, el fiscal avanzó más todavía: sobreseyó de delito de 
incumplimiento de deberes a estos dos imputados, no sólo en lo que ata-
ñe a la delegación de funciones, sino respecto del uso en general de la 
partida. El argumento para hacerlo es uno que ya había rondado el hecho 
en otros momentos, y que demuestra cómo se cierra el círculo de impu-
nidad: para el fiscal, como los mismos Concejales se “auto eximieron” de 
rendir cuentas –y, sobre todo, como el planteo de inconstitucionalidad 
fue rechazado por los motivos señalados arriba–, la erogación de muchos 
millones de pesos sin que exista un solo comprobante no viola ninguna 
disposición legal.

El dictamen del fiscal de Impugnación fue evidentemente tími-
do respecto de los responsables políticos, pero más firme respecto de los 
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responsables técnicos: imputó también a los miembros del Tribunal de 
Cuentas que incumplieron su función. Habrá que ver cómo evoluciona este 
punto.15

3. Algunas conclusiones de tono personal

Poder Ciudadano ha tenido la amabilidad de invitarme a contar mi 
experiencia en este caso, con el que se comprometió institucionalmente 
desde temprano, prestando un apoyo que no puedo terminar de agradecer.

Trataré, entonces, de sacar algunas conclusiones. No estoy en condi-
ciones de hacer generalizaciones ni desarrollos teóricos, pero espero que sea 
útil comentar ciertas comprobaciones, percepciones, intuiciones, que son 
muy personales, pero, probablemente, sean extrapolables a casos similares.

La pregunta es: ¿Por qué, aun cuando es evidente la violación de 
principios y reglas constitucionales, legales, éticas, contables, etc., de todos 
modos los reclamos de transparencia quedan enredados en una maraña 
que los termina ahogando? ¿Por qué pasa esto en la mayoría de los casos, 
si hay instituciones específicamente creadas –y solventadas por el pueblo– 
para hacer valer las reglas de juego?

Descarto en este análisis, para no entrar en círculos viciosos, la pri-
mera razón que puede venirse a la mente: la propia corrupción. Creo que 
inciden seriamente muchos otros factores, que más tienen que ver con 
una idiosincrasia, costumbres y preconceptos, con condicionamientos del 
entorno. A continuación, una enumeración inorgánica de los que yo pude 
vislumbrar.

Si quien va a denunciar integra la institución (corporación) denun-
ciada, primero tiene que lidiar con una serie de cuestionamientos internos 
y externos, del tipo: “Siempre se hizo así. Lo único que vas a lograr es que-
dar fuera, y los cambios se hacen desde adentro”; “Vas a manchar la insti-
tución”; “Van a pagar justos por pecadores”; “No vas a lograr nada. Lo van 
a hacer de alguna otra forma”; “Lo importante es el fin que perseguimos. 
Esto es sólo un medio para ese fin”; “Fulanito lo hace, pero no es para su 
bolsillo. ¿Te parece mala persona Fulanito? Porque lo vas a perjudicar”.

15. Diciembre de 2015.
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De cómo lidie con estos cuestionamientos dependerá el rol inicial 
que esa persona asumirá respecto de la institución-corporación. Si el rol 
inicial es dócil a la “costumbre” –sea por falta de carácter, sea por una vo-
cación de humildad, de ir paso a paso, o sencillamente por no terminar de 
percibir con nitidez el carácter patológico de la práctica que enfrenta–, la 
persona se anulará para plantear estas cuestiones estructurales en el futu-
ro, porque para hacerlo deberá acusarse a sí misma.

Si decide realizar el planteo, deberá sostenerlo no sólo con accio-
nes, sino con el ánimo. Deberá asumir el costo de haberse constituido en 
un outsider en la institución que integra, teniendo en cuenta que el rol de 
la institución, evidentemente, no es denunciarse a sí misma, sino algún 
otro –legislar, realizar contrataciones públicas, controlar la gestión o lo 
que fuera–. Este rol central quedará obstaculizado para el outsider, porque 
para cumplirlo tiene necesariamente que colaborar con los insiders que él 
mismo ha denunciado.

Se corre el riesgo, entonces, de reducir el propio rol a ser el que de-
nuncia, y por ende fracasar en la parte principal de la función para la que se 
ingresó a la institución. “Un jugador no está para hacer cumplir las reglas 
de juego, sino para jugar. Para eso está el referí…”.

Hablemos, entonces, del referee.
La corrupción no puede combatirse efectivamente sin la actuación 

decidida de quienes tienen a su cargo hacer cumplir las reglas. Ya he di-
cho que descarto para este análisis a la misma corrupción. Supongamos 
jueces, fiscales, miembros de los órganos de control, probos y bienin-
tencionados. Aun así, de lo que piensen, sientan y opinen estos referees 
depende, en gran medida, el avance de las acciones de lucha contra la 
corrupción.

En mi experiencia he percibido la incidencia de algunos preconcep-
tos que obstan a una actuación decidida de estos funcionarios: “Esta es una 
denuncia política”; “Están buscando prensa”; “El denunciante tiene razón, 
pero si yo resuelvo como pide, causo perjuicios”; “Esto tienen que corregir-
lo en el ámbito de la institución, no judicializarlo”.

Cuando los referees piensan así –cuando en vez de hacer sonar el 
silbato a tiempo comienzan a calcular las consecuencias–, lo que hacen es 
desertar de su rol. Así, el juego institucional se distorsiona, y se convierte 
en una pura cuestión de poder.
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Creo que la lucha por la transparencia y contra la corrupción pasa en 
gran medida por combatir estos preconceptos, miedos y condicionamien-
tos psicológicos de los “operadores” del sistema: jugadores y referís. 

En esa toma de conciencia, y en el aliento a los que se animan, la 
tarea que realizan instituciones como Poder Ciudadano es fundamental.
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Capítulo X

Herramientas para combatir la 
corrupción: la participación ciudadana 
como punto de partida

María Emilia Berazategui

Si bien no existe una única definición de corrupción,1 se puede afirmar que 
esta es un complejo fenómeno político, social y económico que afecta significa-
tivamente no sólo a los Estados, sino también a las personas que viven en ellos.

Así, a nivel internacional, la Oficina de las Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito (UNODC, por sus siglas en inglés) sostiene que “(…) 
la corrupción perjudica a las instituciones democráticas, desacelera el de-
sarrollo económico y contribuye para la inestabilidad política”.2 En lo que 
respecta al impacto que las prácticas corruptas tienen en la sociedad, y 
sólo a modo ilustrativo, se puede afirmar que, como consecuencia de la co-
rrupción, se desvían fondos destinados al desarrollo integral de la comuni-
dad. Así, en el prefacio de la Convención de las Naciones Unidas Contra la 
Corrupción (CNUCC), expresamente se sostiene que “la corrupción es una 
plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de consecuencias corrosivas 

1. Transparencia Internacional (TI) define a la corrupción como “el abuso del poder para beneficio 
propio. Puede clasificarse en corrupción a gran escala, menor y política, según la cantidad de fondos 
perdidos y el sector en el que se produzca” (2009:14). El Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) afirma que la corrupción consiste en “ofrecimiento, entrega, recepción o solicitud, en forma 
directa o indirecta, de cualquier cosa de valor, con objeto de influir de manera inapropiada en las 
acciones de otra parte”, (2015). Las Convenciones Internacionales contra la corrupción no dan 
una definición taxativa del término, sino que definen los diferentes actos de corrupción. 
2. UNODC (2015).
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para la sociedad. Socava la democracia y el estado de derecho, da pie a vio-
laciones de los derechos humanos, distorsiona los mercados, menoscaba la 
calidad de vida y permite el florecimiento de la delincuencia organizada, el 
terrorismo y otras amenazas a la seguridad humana”.3

Teniendo en cuenta el impacto que la corrupción tiene en el desarro-
llo de los países y de sus habitantes, la ciudadanía contemporánea cuenta 
con numerosas herramientas para participar activamente en la toma de de-
cisiones. Desde hace algunos años, se puede observar, tanto en nuestro país 
como a nivel mundial, un creciente activismo por parte de la ciudadanía para 
enfrentar y ponerle fin a las prácticas corruptas. Pero ¿cuáles son las herra-
mientas con las que cuentan las personas para combatir la corrupción?

Con el objetivo de responder a esta pregunta, en las siguientes pági-
nas nos proponemos abordar las diferentes herramientas con las que cuen-
ta la ciudadanía en la Argentina para prevenir, mitigar y combatir actos de 
corrupción. Resulta necesario aclarar que dichas herramientas pueden ser 
utilizadas de modo independiente o conjunto.

1. Herramientas de participación ciudadana

1.1. Acceso a la información pública: 

Importancia

El libre acceso a la información pública es una herramienta funda-
mental para garantizar la participación de la ciudadanía en la elaboración 
e implementación de políticas públicas y en la lucha contra la corrupción, 
ya que es un instrumento clave para definir no sólo las acciones por seguir, 
sino también para elaborar un estado de situación de la cuestión sobre la 
cual se espera generar un cambio. Así, se afirma que el acceso a la informa-
ción pública “brinda la posibilidad de participar en la toma de decisiones, 
la gestión y el control de gestión de un modo informado, permitiendo que 
las contribuciones sean más oportunas y técnicas. Sin información oportu-
na y veraz, la participación ciudadana se vuelve ficticia y superflua”.4

3. ONU (2004).
4. Poder Ciudadano (2005:35).
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¿Qué es el derecho de libre acceso a la información pública?

El acceso a la información pública puede ser definido como “el dere-
cho que tenemos todos, como ciudadanos y ciudadanas, de acceder a la in-
formación vinculada a la actividad del Estado (ya sea nacional, provincial o 
municipal), referida a un acto concreto, y a todas las demás actividades que 
se encuentran asociadas a ese acto o decisión”.5 Es decir, el derecho de ac-
ceso a la información pública le permite a la ciudadanía solicitar y obtener, 
en tiempo y forma, información que se encuentra en poder del Estado, con 
excepción de aquellas cuestiones expresamente estipuladas por ley. 

Vinculación entre el acceso a la información pública y la lucha 
contra la corrupción

El acceso a la información pública hace posible no sólo participar 
activa y eficazmente en la gestión pública, sino también controlar los actos 
de gobierno al exigir una permanente rendición de cuentas. En este senti-
do, el acceso a la información pública fomenta la transparencia del Estado 
y ayuda a combatir la corrupción. 

Normativa

A nivel nacional: 

>	 Constitución Nacional: Artículos 14, 33, 38, 42 y 43 y Decreto 
N° 1172/03 PEN, Anexo VII del Poder Ejecutivo Nacional.

A nivel provincial:

>	 Buenos Aires: Ley N° 12475/00 y Decreto N° 2549/04. 

>	 CABA: Constitución CABA; Artículo 12; inciso 2, 5 y 105, inci-
so 1 y Ley N° 104/98 de Acceso a la Información Pública.

>	 Catamarca: Ley N° 5336/11.

5. Ibíd. pp 34.
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>	 Chaco: Ley N° 6431/09.

>	 Chubut: Ley N° 3764/92.

>	 Córdoba: Ley N° 8803/99.

>	 Corrientes: Ley N° 5834/08.

>	 Entre Ríos: Decreto Provincial N° 1169/05.

>	 Jujuy: Ley N° 4444/89 y Decreto N° 7930/03.

>	 La Pampa: Ley N° 1654/95.

>	 Misiones: Ley IV N° 58 y Decreto N° 929/00.

>	 Río Negro: Ley N° 1829/84 y Decreto N° 1028/04.

>	 Salta: Decreto Provincial N° 1574/02.

>	 San Luis: Ley N° V-0924-2015.

>	 Santa Fe: Decreto Provincial N° 692/09.

>	 Santiago del Estero: Ley N° 6753/05.

>	 Tierra del Fuego: Ley N° 653/04.

1.2. Audiencia Pública: 

Importancia

La Audiencia Pública es un canal de diálogo entre la ciudadanía y 
los gobernantes para compartir posiciones, construir soluciones conjun-
tas o intercambiar información sobre un tema bien definido y delimitado. 
Al posibilitar el contacto directo entre la ciudadanía y las autoridades, la 
Audiencia Pública se presenta como un mecanismo de incidencia y de con-
trol sobre la gestión pública.

¿Qué es una Audiencia Pública?

Es una serie de encuentros y reuniones en los que está presente la 
ciudadanía, acompañada por funcionarios públicos, prestadores de servi-
cios públicos, y/o expertos en el tema que se está tratando. La Audiencia 
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Pública es una herramienta de participación basada en tres principios: pu-
blicidad (de los actos de gobierno), transparencia (en la gestión pública) y 
participación (de los ciudadanos).

Vinculación entre la Audiencia Pública y la lucha contra la 
corrupción

La Audiencia Pública posibilita el contacto directo entre los gober-
nantes y la ciudadanía, posibilitando, de esta manera, el control por parte 
de los ciudadanos de los actos de gobierno. Además, si bien las opiniones 
esgrimidas durante la Audiencia Pública son de carácter consultivo y no 
vinculante –por lo que, quien deba tomar la decisión final no está obligado 
a acatar lo que se haya decidido en dicho espacio–, la autoridad tiene la 
obligación de fundar su decisión definitiva, teniendo en cuenta las opinio-
nes recogidas durante el desarrollo de la Audiencia Pública. 

Así, este instrumento se constituye en una herramienta clave no sólo 
para la participación ciudadana, sino también para la lucha contra la co-
rrupción, toda vez que las Audiencias Públicas son una buena instancia 
para la rendición de cuentas porque muchas veces pueden ser utilizadas 
para evacuar consultas o dudas sobre cómo se está ejecutando determi-
nada política pública, al tiempo que habilitan a la ciudadanía a generar 
posteriores consultas o monitoreos de lo que allí se haya planteado y de lo 
que las autoridades se comprometen a realizar. 

Normativa

A nivel nacional: 

>	 Decreto N° 1172/03 Anexo I del Poder Ejecutivo Nacional.

A nivel provincial:

>	 Buenos Aires: Ley N° 13569/06.

>	 CABA: Constitución CABA, Artículos 30 y 63 y Ley N° 6/98.
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>	 Catamarca: Ley N° 5311/10 de Ordenamiento Ambiental y 
Territorial de Bosques Nativos.

>	 Chaco: Ley N° 4654/99.

>	 Chubut: Código Ambiental Provincial, Artículo 35.

>	 Córdoba: Ley N° 9003/02 de Audiencia Pública Legislativa.

>	 Corrientes: Ley N° 5982/10 de Regulación de Audiencias 
Públicas.

>	 Entre Ríos: Carta Orgánica, Artículo 51.

>	 Jujuy: Ley N° 5317/02.

>	 La Pampa: Ley N° 1914/01. 

>	 La Rioja: Ley N° 7801/04.

>	 San Juan: Ley N° 6571/94.

>	 Santa Cruz: Ley N° 2658/03.

>	 Santa Fe: Ley N° 11717/99.

>	 Santiago del Estero: Ley N° 6722/05.

1.3. Presupuesto Participativo:

Importancia

El Presupuesto Público es una herramienta fundamental en todo 
plan de gobierno, ya que contiene información sobre el financiamiento de 
las acciones de gobierno y determina cuánto se gasta, quién lo gasta y cómo 
se gasta; es decir, en qué áreas y de qué manera. El Presupuesto compren-
de aspectos económicos y sociales, y se pone en marcha tratando de cubrir 
las demandas de la sociedad. 

En general, el Presupuesto se adopta sin previa participación direc-
ta de la ciudadanía porque es elaborado por el Poder Ejecutivo y, luego 
del debate parlamentario, aprobado por el Poder Legislativo. Sin embargo, 
desde hace algunos años comenzó a desarrollarse en Latinoamérica la in-
corporación del proceso del Presupuesto Participativo, a partir del cual se 
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garantiza la presencia y opinión de la ciudadanía en las diversas etapas de 
la construcción de esta vital herramienta de gestión estatal: elaboración, 
definición y control de la ejecución. 

Así, el Presupuesto Participativo es la principal herramienta de par-
ticipación y control ciudadano en lo que respecta a los fondos públicos.

¿Qué es el Presupuesto Participativo?

“El presupuesto participativo es el mecanismo por el cual la ciuda-
danía define las prioridades presupuestarias sobre la base de sus necesi-
dades, participando en el proceso de la toma de decisión de asignación de 
recursos y el control de dichos recursos”.6 

Vinculación entre el presupuesto participativo y la lucha contra la 
corrupción

La participación ciudadana en el presupuesto consiste no solamente 
en que los ciudadanos puedan exponer las distintas demandas e intereses 
que los afectan en relación con el uso de los recursos públicos, sino también 
en la posibilidad de brindar consenso sobre las prioridades de cada territo-
rio, al tiempo que, su conocimiento, permite un posterior seguimiento y veri-
ficación del cumplimiento de lo aprobado en el Presupuesto. En este sentido, 
no cabe duda alguna de que la implementación de esta herramienta de par-
ticipación ciudadana repercute en la calidad de vida ciudadana y posibilita 
una nueva manera de ejercer el poder, basado en la participación ciudadana 
y la transparencia, lo cual, a su vez, ayuda a prevenir la corrupción. 

Normativa

Si bien a nivel nacional no existe normativa específica que regule el 
Presupuesto Participativo, a nivel provincial existen más de sesenta locali-
dades que lo implementan7. A continuación, y a modo de ejemplo, se listan 
las siguientes experiencias: 

6. Ibíd. pp 80.
7. Para ampliar este tema, http://www.pnpp.gob.ar/publicaciones/En_argentina_43. 
Consultada el 20 de enero de 2016.

http://www.pnpp.gob.ar/publicaciones/En_argentina_43
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>	 Buenos Aires: A través del Decreto N° 3333/05 se creó el 
Programa para la Implementación Progresiva del Presupuesto 
Participativo, que invita a los municipios bonaerenses a im-
plementar dicha herramienta de participación ciudadana. 
Entre los municipios que se sumaron a la iniciativa se encuen-
tran los de:

	 •	 Bahía Blanca: Ordenanza N° 12031/02.

	 •	 Berisso: Ordenanza N°3002/11.

	 •	 Lanús8.

	 •	 La Plata: Decreto Municipal N° 254/08.

	 •	 Moreno9.

	 •	 Morón: Ordenanza N° 7033/05.

	 •	 Pinamar: Ordenanza N° 4288/13.

	 •	 San Miguel: Ordenanza N° 40/08.

	 •	 San Nicolás de los Arroyos: Ordenanza N° 8341/12.

	 •	 Trenque Lauquen: Ordenanza N° 4119/14. 

	 •	 Zárate: Ordenanza N° 3833/09.

>	 CABA: Constitución CABA; Artículo 52, Ley N° 70/98; 
Artículos 9, 10, 18 y 29 y Ley N° 1777/05.

>	 Chaco: 

	 •	 Resistencia: Ordenanza N° 9492/09.

>	 Córdoba: 

	 •	 Córdoba Capital: Ordenanza N° 11499/08. 

	 •	 Villa Carlos Paz: Ordenanza N° 4950/08. 

	 •	 Villa María: Ordenanza N° 5988/08.

8. Para ampliar este tema, http://www.lanus.gov.ar/fichas/49-presupuesto-participativo
9. Para ampliar este tema, http://www.moreno.gob.ar/archivos/100614_pp.pdf 

http://www.lanus.gov.ar/fichas/49-presupuesto-participativo
http://www.moreno.gob.ar/archivos/100614_pp.pdf
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>	 Corrientes: 

	 •	 Bella Vista: Carta Orgánica Capítulo Segundo.

	 •	 Goya: Ordenanza N° 1811/15.

>	 Entre Ríos: La Ley Provincial N° 3001/34 modificada en 
2006, en su Artículo 120, habilita a los municipios a imple-
mentar el presupuesto participativo. Sobre la base de dicho 
marco normativo, algunos de ellos comenzaron a adoptar el 
presupuesto participativo, entro los cuales se encuentran:

	 •	 Concordia: Ordenanza N° 34219/10.

	 •	 Concepción del Uruguay: Ordenanza N° 8643/09.

	 •	 Gualeguaychú: Ordenanza N° 11654/11.

	 •	 Paraná: Ordenanza N° 9040/12.

>	 Mendoza: 

	 •	 Godoy Cruz: Ordenanza N° 5656/02.

	 •	 Junín: Ordenanza N° 7/04. 

	 •	 Maipú: Ordenanza N° 4448/08.

>	 Neuquén: 

	 •	 Neuquén Capital: Ordenanza N° 11337/09.

>	 Río Negro: 

	 •	 San Carlos de Bariloche: Carta Orgánica, Artículo 118.

	 •	 Viedma: Carta Orgánica, Artículo 134.

>	 Salta:

	 •	 Salta Capital: Ordenanza N° 11887/02.

>	 Santa Fe: 

	 •	 Cañada de Gómez: Ordenanza N° 7143/10.

	 •	 Firmat: Ordenanza N° 1555/13. 

	 •	 Reconquista: Ordenanza N° 6239/sf. 
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	 •	 Rosario: Ordenanza N° 7326/02. 

	 •	 San Lorenzo: Ordenanza Nº. 3209/12.

	 •	 Santo Tomé: Santo Tomé: Ordenanza Nº: 2631/08.

>	 Tierra del Fuego: 

	 •	 Río Grande: Ordenanza N° 2522/08.

Finalmente, es importante señalar que en 2012, mediante la 
Resolución N° 597, se creó, en el ámbito de la Jefatura de Gabinete de 
Ministros, el Programa Nacional de Presupuesto Participativo, entre cuyos 
objetivos se encuentra “promover mecanismos de intervención ciudadana 
directa, permanente, voluntaria y universal con el fin de deliberar y deci-
dir acerca de la asignación de recursos públicos asignados a este sistema, 
conjuntamente con el gobierno local”.10 Una de las principales acciones de 
dicho Programa es la coordinación de la Red Argentina de Presupuesto 
Participativo (RAPP), la cual “nuclea a los municipios que aplican o pro-
yectan aplicar PP, busca favorecer los aprendizajes cruzados entre distritos 
con distintos grado de experiencia en la aplicación del esta política. Para 
ello realiza publicaciones, encuentros nacionales, eventos locales y brinda 
capacitación y apoyo técnico especialmente a los municipios que empiezan 
a aplicar o relanzan su proceso de PP”.11

1.4. Elaboración participativa de normas:

Importancia

La elaboración participativa de normas busca garantizar y promo-
ver, de manera efectiva, la participación ciudadana en el proceso de ela-
boración de reglas administrativas y proyectos de ley para ser presentados 
por el Poder Ejecutivo Nacional al Congreso de la Nación.

 

10. Jefatura de Gabinete de Ministros (JGM) (2012a).
11. UNICEF (2013:47).
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¿Qué es la elaboración participativa de normas?

“(…) un mecanismo por el cual se habilita un espacio institucio-
nal para la expresión de opiniones y propuestas respecto de proyectos de 
normas administrativas y proyectos de ley para ser elevados por el Poder 
Ejecutivo Nacional al Honorable Congreso de la Nación”.12

Vinculación entre la elaboración participativa de normas y la lucha 
contra la corrupción 

Como herramienta de participación ciudadana, la elaboración par-
ticipativa de normas le permite a la ciudadanía tener presencia activa en 
el proceso de elaboración de reglas administrativas y proyectos de ley, fa-
cultándolos a expresar sus opiniones e ideas sobre determinada norma, lo 
que puede ser de gran impacto si la materia en cuestión es la lucha contra 
la corrupción. 

Normativa 

A nivel nacional: 

>	 Decreto N° 1172/03 (Anexo V).

A nivel provincial:

>	 Santa Cruz: 

	 •	� El Calafate: a través de la Ordenanza N° 872/04, se esta-
blece el reglamento general para la elaboración participa-
da de normas. 

>	 San Luis: El Decreto N° 218/05 de dicha provincia el proce-
dimiento para la elaboración participativa de normas, gestión 
de interés, rendición de la gestión de gobierno, audiencias pú-
blicas y acceso a la información pública. 

12. Decreto N° 1172/03 del Poder Ejecutivo Nacional, Anexo V, Artículo 3°.
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1.5. Procedimiento participativo en contrataciones públicas

Importancia

El Estado destina anualmente una gran parte de su presupuesto a 
la compra de bienes y servicios, sin embargo, y como es de público co-
nocimiento, muchas veces el Estado abona precios más altos que los del 
mercado por dichos bienes y servicios. En dicho contexto, el procedimiento 
participativo en contrataciones públicas se constituye en una herramienta 
fundamental para incrementar la transparencia de la contratación vía la 
participación ciudadana. 

En este contexto, Poder Ciudadano ha desarrollado el “Programa de 
Contrataciones Públicas Transparentes”,13 cuyo principal objetivo es gene-
rar herramientas prácticas para el monitoreo cívico de contrataciones pú-
blicas. En este sentido, a partir de la implementación de dicho programa, 
se genera un espacio de participación para la ciudadanía en lo que respecta 
las contrataciones públicas para incrementar la transparencia de estas y 
minimizar el riesgo de pago de sobreprecios.

¿Qué es el procedimiento de contrataciones públicas transparentes?

En el marco del Programa, el procedimiento de contrataciones pú-
blicas transparentes está integrado por dos componentes fundamentales. 
En primer lugar, por Audiencias Públicas, a través de las cuales “(…) la 
autoridad responsable convoca a los ciudadanos, empresarios del sector, 
expertos y funcionarios para que expresen sus opiniones sobre las condi-
ciones previstas para el desarrollo de una contratación pública. Si bien las 
decisiones tomadas en este proceso no son vinculantes para la autoridad 
convocante, esta se compromete a realizar un informe en el cual se con-
templan las justificaciones de las inclusiones y omisiones de lo abordado 
en la audiencia”.14

El segundo componente del Programa es el Pacto de Integridad, lo 
que implica la firma de un acuerdo entre el Estado y todas las empresas 

13. Cf. Poder Ciudadano (2006).
14. Poder Ciudadano (2006:21).
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que compiten por la adjudicación del contrato en cuestión. La rúbrica de 
dicha Pacto genera un acuerdo explícito de control recíproco entre las par-
tes para evitar el pago de sobornos. 

Vinculación entre el procedimiento participativo en contrataciones 
públicas y la lucha contra la corrupción

A través del procedimiento participativo en contrataciones públicas 
se genera una instancia efectiva de participación ciudadana en dicha ma-
teria, lo que junto al Pacto de Integridad ayuda a reducir de manera consi-
derable el pago de sobornos durante las diferentes etapas de los procesos 
licitatorios.

Normativa

No existe legislación específica al respecto a nivel nacional. Sin 
embargo, pueden relevarse distintas experiencias locales en las cuales la 
ciudadanía pudo participar activamente en el proceso de contrataciones 
públicas.

Así, por ejemplo, teniendo en cuenta que el contrato de recolección 
de residuos suele consumir gran cantidad de recursos del presupuesto pú-
blico y que es un deber institucional que la elaboración, tratamiento y se-
lección, se realicen conforme a estándares de transparencia, competencia, 
acceso a la información y participación ciudadana. En este contexto, en 
2010, el Ministerio de Espacio Público de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, convocó a las Fundaciones Poder Ciudadano y Cambio Democrático 
para monitorear el proceso de consultas públicas previo a la licitación del 
servicio de recolección de residuos.

Durante dicho proceso, Poder Ciudadano se encargó de monitorear 
que, a lo largo del proceso de consultas, el Gobierno haya garantizado la 
accesibilidad de la información, la participación efectiva de la ciudadanía y 
la formulación de respuestas a sus aportes.15

15. http://poderciudadano.org/informe-sobre-el-proceso-de-licitacion-del-servicio-de-recol-
eccion-de-residuos-en-caba/

http://poderciudadano.org/informe-sobre-el-proceso-de-licitacion-del-servicio-de-recoleccion-de-residuos-en-caba/
http://poderciudadano.org/informe-sobre-el-proceso-de-licitacion-del-servicio-de-recoleccion-de-residuos-en-caba/
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Así, por ejemplo, en el Municipio de Morón (Provincia de Buenos 
Aires), en el 2006 convocó a distintas Organizaciones de la Sociedad Civil 
(OSC) para que, en calidad de observadores externos, velen no sólo por el 
cumplimiento de la reglamentación pertinente, sino también por la parti-
cipación ciudadana y el respeto de los plazos, en el marco de la licitación 
pública internacional para una nueva concesión del servicio de recolección 
de residuos. En el marco de esta licitación pública se realizó una Audiencia 
Pública, la cual fue difundida a todos los vecinos a través de los medios grá-
ficos, radio y televisión, así como a través del boletín informativo municipal. 
Además, el acceso a la información pública fue garantizado a través de la 
implementación de una oficina donde se podía acceder a una copia del pliego 
de bases y condiciones. Por otro lado, el Municipio y los oferentes firmaron 
un Pacto de Integridad. Así, gracias a la implementación del procedimiento 
participativo en contrataciones públicas, el Municipio de Morón permitió la 
participación ciudadana y transparentó considerablemente el proceso.

La Municipalidad de la Ciudad de Córdoba, en el 2006, también imple-
mentó herramientas de participación ciudadana en el marco del proceso de 
negociación de deuda entre la autoridad municipal y la prestadora del servicio 
de recolección de residuos, y realizó una audiencia pública para poner a consi-
deración de la ciudadanía un preacuerdo de renegociación de la deuda.

Por su parte, la provincia de Mendoza, en el 2005, es otro ejemplo de 
jurisdicciones locales que decidieron implementar el proceso participativo 
en contrataciones públicas, específicamente en la adquisición de sistemas 
de comunicaciones para las fuerzas policiales ya que durante el proceso de 
compra de los nuevos equipos de comunicación no sólo se firmó un conve-
nio de transparencia, sino que además se convocó a una audiencia pública, 
la cual fue publicitada a través de diferentes medios de comunicación de 
manera abarcativa y didáctica para captar el interés de la ciudadanía.

2. Herramientas de control ciudadano

2.1. Monitoreo cívico

Importancia

El monitoreo cívico es una herramienta de control ciudadano que 
le permite tanto a la ciudadanía como a las Organizaciones de la Sociedad 
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Civil elaborar un diagnóstico detallado sobre determinados temas, como 
por ejemplo el funcionamiento del Congreso Nacional, para contar, 
de esta manera, con un diagnóstico completo sobre el tema que se está 
monitoreando. 

¿Qué es un monitoreo cívico?

“Un monitoreo cívico es una acción de control llevada a cabo por la 
ciudadanía y OSC, cuyo objetivo es mantener una mirada atenta sobre el 
funcionamiento de una institución o procedimiento con el fin de formar en 
la opinión pública un diagnóstico más cercano a la realidad institucional e 
incidir en sus medidas y acciones, a partir de información rigurosa”.16

Existen diferentes tipos de monitoreo cívico:

>	 Monitoreo de instituciones: analiza el funcionamiento de una 
determinada institución.

>	 Monitoreo de normas y procesos: analiza la brecha que se 
abre entre las normas y su implementación.

>	 Monitoreo de financiamiento y gasto de campañas electora-
les: tiene como objetivo transparentar el origen y el destino de 
los fondos utilizados en campañas electorales.

>	 Monitoreo de medios de comunicación: consiste en el seguimien-
to y archivo de la performance mediática de un tema específico.

Vinculación entre el monitoreo cívico y la lucha contra la 
corrupción

Los diferentes tipos de monitoreo cívico comparten la característica 
de producir información relevante, oportuna y confiable sobre los temas 
específicos que fueron objeto de monitoreo. Así, el hecho de producir infor-
mación y ponerla a disposición de la ciudadanía constituye una poderosa 
herramienta que pone en evidencia prácticas corruptas o de débil nivel de 

16. Poder Ciudadano (2005:148).
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integridad que constituyen una oportunidad para los delitos de este tipo. 
Los monitoreos cívicos promueven la acción colectiva generando presión 
desde abajo para lograr los cambios necesarios.

2.2. Recomendaciones ciudadanas

Importancia 

Las recomendaciones ciudadanas contribuyen al fortalecimiento de 
las instituciones democráticas toda vez que dicho mecanismo permite la 
formación de opinión y el manejo de información sobre asuntos de interés 
público por parte de la ciudadanía. 

En la mayoría de los casos, las recomendaciones ciudadanas se realizan 
luego de la implementación de un monitoreo cívico y sus principios rectores son:

>	 Libre acceso a la información pública: busca garantizar la pu-
blicidad de los actos de gobierno.

>	 Responsabilidad de los funcionarios: su principal objetivo es 
que los funcionarios rindan cuentas de su gestión.

>	 No discrecionalidad en el manejo de los fondos: busca garan-
tizar la inexistencia de gastos reservados y/o la creación de 
cuentas especiales.

>	 Principio de transparencia: implica la implementación de 
mecanismos y herramientas de control ciudadano que garan-
ticen la transparencia.

>	 Principio de participación ciudadana: su finalidad es la im-
plementación de herramientas para que la ciudadanía pueda 
incidir a través de diferentes mecanismos.

>	 Principio de idoneidad: implica que todos los funcionarios pú-
blicos deben ser seleccionados a través de concursos públicos.

¿Qué son las recomendaciones ciudadanas?

Las recomendaciones ciudadanas son el “(…) documento que permi-
te que la ciudadanía y OSC identifiquen y señalen los principios que deben 
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servir como soporte para la elaboración o modificación de reglamentos in-
ternos de organismos públicos y normativa en general”.17

Vinculación entre las recomendaciones ciudadanas y la lucha 
contra la corrupción

A través de la presentación de recomendaciones ciudadanas se acor-
ta la distancia entre la ciudadanía y los gobernantes porque a partir de 
esta herramienta de control, la ciudadanía puede proponer modificaciones 
y/o controlar las normas o procesos existentes que resulten ineficaces o 
incompletos. En este sentido, en lo que respecta específicamente a la lucha 
contra la corrupción, y a partir de recomendaciones ciudadanas, se puede 
proponer la modificación de determinadas leyes, reglamentaciones u orga-
nismos estrechamente vinculados con la lucha contra la corrupción o que 
sean débiles frente a ella. 

3. Denuncias

En la actualidad existen en la Argentina diversos sistemas de recep-
ción de denuncias de delitos de corrupción. Así, y tal como se explicará 
a continuación, tanto la Policía Federal como las policías provinciales, el 
Ministerio Público Fiscal como los órganos de control y diversas OSC re-
ciben denuncias sobre este tipo de delitos, las cuales dan lugar a futuras 
investigaciones.

Cualquier persona que tenga conocimiento de la comisión de un de-
lito tiene la facultad de denunciarlo ante:

>	 Cualquier dependencia del Ministerio Público Fiscal: En todo 
el país, el Ministerio Público Fiscal se encuentra facultado para 
recibir y dar curso a las denuncias por parte de la ciudadanía. 
Teniendo en cuenta las barreras geográficas que existen para 
poder acceder a los servicios de justicia18, distintas jurisdic-
ciones comenzaron a implementar distintos mecanismos de 

17. Ibíd. pp 218.
18 Cf. Poder Ciudadano (2015). 
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descentralización de las actividades y servicios del Ministerio 
Público Fiscal. En CABA, por ejemplo, el Ministerio Público 
Fiscal de la Ciudad de Buenos Aires cuenta con diversas alter-
nativas para que una persona pueda efectuar una denuncia, 
entre las cuales se destacan: una línea gratuita las veinticua-
tro horas, 0800 33 Fiscal (347225); un correo electrónico: de-
nuncias@jus.gov.ar y la posibilidad de hacer la denuncia on-
line a través de su página web: http://complementos.jus.gov.
ar/oadenuncias/default.aspx . Además, el Ministerio Público 
Fiscal de la Ciudad de Buenos Aires cuenta con una Oficina de 
Atención a la Víctima y Testigo (OFAVyT) orientada a brin-
darles todo el asesoramiento y contención que sean necesa-
rios en las distintas etapas del proceso judicial. Así, entre los 
derechos de las víctimas y testigos que resguarda la OFAVyT 
se destaca la protección física y moral para su seguridad y la 
de su familia. Resulta necesario recordar que el Ministerio 
Público Fiscal puede actuar de oficio dando inicio al proceso, 
promoviendo la acción pública en las causas contravencio-
nales y penales, salvo cuando para intentarlas o proseguirlas 
fuere necesario instancia o requerimiento de parte.

>	 Cualquier dependencia policial o fuerza de seguridad federal/ 
provincial: Una vez realizada la denuncia, esta es transmitida 
al juez en turno y/o al fiscal en turno, quienes de allí en ade-
lante habrán de disponer lo que estimaren menester. 

>	 Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional 
de la Capital Federal, la Cámara Nacional de Apelaciones en 
lo Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal y en 
alguna de las Cámaras Federales del interior del país.

>	 Ministerio Defensa de la Nación: A través de la resolución 
MD N° 1545/08, el Ministerio de Defensa de la Nación creó la 
Dirección de Transparencia Institucional (DTI) para recibir 
denuncias provenientes de todas partes del país sobre posi-
bles hechos de corrupción, ilícitos o irregularidades adminis-
trativas en el ámbito de las Fuerzas Armadas, el Ministerio 
de Defensa de la Nación y los organismos que dependen 

mailto:0800 33 Fiscal (347225)
mailto:denuncias@fiscalias.gob.ar
mailto:denuncias@fiscalias.gob.ar
http://complementos.jus.gov.ar/oadenuncias/default.aspx
http://complementos.jus.gov.ar/oadenuncias/default.aspx
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de él. Entre las funciones de la Dirección de Transparencia 
Institucional se destacan: receptar, tramitar e investigar de-
nuncias sobre actos cometidos por personal dependiente del 
Ministerio y las tres Fuerzas Armadas, y cuando encuentra 
indicios de responsabilidad, ya sea penal, administrativa o 
civil, insta la promoción de las acciones que correspondan 
(denuncias, actuaciones disciplinarias, etc.). En caso de que 
la denuncia recibida se vincule con hechos de corrupción, la 
Dirección de Transparencia Institucional llevará adelante la 
investigación pertinente con el objetivo de recomendar las ac-
ciones por seguir, promover políticas destinadas e impulsar 
acciones tendientes a la recuperación de activos, en el caso 
que corresponda, e identificar riesgos y diseñar y promover 
acciones preventivas.

>	 Órganos de control: Tanto el Estado Nacional como los Estados 
Provinciales cuentan con diferentes órganos de control que 
reciben denuncias y/o investigan hechos de corrupción. Así, a 
nivel nacional se encuentran la Oficina Anticorrupción (OA), 
Procuraduría de Investigaciones Administrativas (PIA), 
Defensoría del Pueblo de la Nación, Sindicatura General de 
la Nación (SIGEN) y Auditoría General de la Nación (AGN).19 
En lo que respecta a las jurisdicciones locales, existen nume-
rosos organismos de control que se encuentran presentes en 
todo el país y a los cuales se puede acudir para formular una 
denuncia por casos de corrupción, entre dichos organismos 
se destacan las Fiscalías de Investigaciones Administrativas. 
A continuación, y a modo de ejemplo, se detallan algunos or-
ganismos de control en las jurisdicciones locales: 

19. Es necesario destacar que la ley que reglamenta el funcionamiento tanto de la SIGEN 
como de la AGN no les otorga la función de recibir denuncias e investigar delitos o faltas 
administrativas. Del mismo modo sucede con la SGCBA y AGCBA en el ámbito de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. En este contexto, la habilitación de canales de denuncias en 
este tipo de organismos puede contribuir a incentivar la colaboración de los empleados ante 
el descubrimiento de situaciones de irregularidad, sin perjuicio de que una vez recibida la 
denuncia se derive a los organismos pertinentes para continuar con la investigación.
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>	 CABA: se encuentran Sindicatura General de la Ciudad de 
Buenos Aires (SGCBA), la Auditoría General de la Ciudad 
de Buenos Aires (AGCBA) y la Defensoría del Pueblo de la 
Ciudad de Buenos Aires (DPCBA). 

>	 Chaco: La Ley N° 3468/89 creó la Fiscalía de Investigaciones 
Administrativas, entre cuyas funciones se destacan el poder 
llevar adelante investigación formal, legal y documental de 
aquellos hechos o actos que pudieran ocasionar daños y per-
juicios a la Hacienda Pública o de aquellos actos que puedan 
comprometer la gestión general administrativa. Además, la 
Fiscalía de Investigaciones Administrativas está facultada 
para decretar si existe o no incompatibilidad en el desempeño 
simultaneo de más de un empleo. Finalmente, la Fiscalía de 
Investigaciones Administrativas es la autoridad de aplicación 
de la Ley de Ética y Transparencia en la Función Pública (Ley 
Nº 5428/04) y de la Ley Nº 6431/09, la cual legisla sobre el 
acceso a la información pública. 

>	 Entre Ríos: El Decreto N° 150/03 creó la Oficina 
Anticorrupción y Ética Pública, la cual está facultada para re-
cibir denuncias de particulares y agentes públicos, así como 
efectuar investigaciones al respecto e interponer denuncias 
ante la Justicia. 

>	 La Pampa: La Ley Nº 1830/98 creó la Fiscalía de Investigaciones 
Administrativas, la cual tiene la facultad de investigar las 
conductas administrativas de los funcionarios y agentes de 
la Administración Pública, de los entes descentralizados y 
autárquicos, y de las empresas y sociedades del Estado, con-
troladas por este o en las que tenga participación. Las inves-
tigaciones que lleva adelante la Fiscalía de Investigaciones 
Administrativas de La Pampa se inician de oficio o a raíz de las 
denuncias realizadas formalmente por la ciudadanía, los me-
dios de comunicación u otros organismos públicos.

>	 Río Negro: La Ley N° 2394/90 creó la Fiscalía de 
Investigaciones Administrativas, que se encuentra facultada 
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para intervenir directamente y/o a solicitud del Tribunal de 
Cuentas local en la investigación de conductas administrati-
vas de funcionarios y agentes de la Administración Pública 
Provincial de los tres poderes, entes descentralizados, entes 
autárquicos, empresas y sociedades del estado o controladas 
por él. Además, la Fiscalía de Investigaciones Administrativas 
recibe denuncias por parte de la ciudadanía. 

A continuación, se profundizará en torno a la Oficina Anticorrupción 
y la Procuraduría de Investigaciones Administrativas como órganos de 
control ante los cuales se pueden realizar denuncias ante hechos de co-
rrupción de nivel nacional. 

3.1. Oficina Anticorrupción20

La Oficina Anticorrupción en Argentina (OA) fue creada por la Ley 
N° 25233/9921. Esta funciona dentro del ámbito del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos y actúa en el ámbito de la Administración Pública 
Nacional centralizada y descentralizada, empresas, sociedades y todo otro 
ente público o privado con participación del Estado o que tenga como prin-
cipal fuente de recursos el aporte estatal. Sin embargo, no tiene compe-
tencia para realizar investigaciones en el ámbito del Poder Legislativo, el 
Poder Judicial o en los organismos de las Administraciones Provinciales y 
Municipales.

Tiene el objetivo de elaborar y coordinar programas de lucha contra 
la corrupción y, en forma concurrente con la Fiscalía de Investigaciones 
Administrativas, de ejercer las competencias y atribuciones establecidas 
en los Artículos 26, 45 y 50 de la Ley N° 24946/98. Además, la Oficina 
Anticorrupción realiza investigaciones sobre actos de corrupción que invo-
lucran a funcionarios públicos nacionales. Las investigaciones se basan en 
denuncias realizadas por la ciudadanía, los medios de comunicación, otros 
organismos públicos o por el propio impulso de la OA.

20. http://www.anticorrupcion.gov.ar/
21. Nota del Compilador: para ampliar este tema ver Capítulos III y VI del Informe Anual 
2014.
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La OA recibe denuncias a través de distintos medios:

>	 Telefónicamente (0800-444-4462/ 5167-6400); 

>	 Vía web  
(http://complementos.jus.gov.ar/oadenuncias/default.aspx); 

>	 Vía correo electrónico (denuncia@jus.gov.ar); 

>	 Personalmente o vía postal a la siguiente dirección: Tucumán 
394, C1049 AAH, Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

A su vez, existen distintas modalidades de denuncias:

>	 La Denuncia Anónima es la que se recibe por cualquier medio 
sin que su autor indique datos que permitan individualizarlo. 
Esto hace que resulte imposible ampliar la información brin-
dada en la denuncia, en caso de ser necesario.

>	 La Denuncia con identidad reservada es la presentada por 
una persona que se identifica, pero solicita a la Oficina que 
mantenga su identidad en sobre cerrado; dato que, por lo 
tanto, sólo le será revelado al juez en el momento en que lo 
solicite –luego de presentada una denuncia o querella–. Esto 
permite que durante la investigación, la identidad del denun-
ciante no sea conocida por los imputados, pero sí se los pueda 
consultar en caso de resultar necesario ampliar la informa-
ción que aportara oportunamente.

>	 La Denuncia identificada es la que hace una persona apor-
tando datos personales mínimos que permiten su individuali-
zación y ubicación posterior, facilitando la investigación en la 
medida en que resulta posible consultarla/o en caso de ser ne-
cesario ampliar la información que aportara oportunamente.

Es importante aclarar que una vez recibida la denuncia y en aquellos 
casos en que se verifican los hechos, la OA realiza la correspondiente de-
nuncia ante la Justicia.

http://complementos.jus.gov.ar/oadenuncias/default.aspx
mailto:denuncia@jus.gov.ar
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3.2. Procuraduría de Investigaciones Administrativas (PIA)22

La Procuraduría de Investigaciones Administrativas integra la 
Procuración General de la Nación como órgano encargado de promo-
ver “la investigación de la conducta administrativa de los agentes inte-
grantes de la administración nacional centralizada y descentralizada, 
y de las empresas, sociedades y todo otro ente en que el Estado ten-
ga participación”. Debe “efectuar investigaciones en toda institución o 
asociación que tenga como principal fuente de recursos el aporte esta-
tal, ya sea prestado en forma directa o indirecta, en caso de sospecha 
razonable sobre irregularidades en la inversión dada a los mencionados 
recursos”.23

La Procuraduría cuenta con fiscales especializados y un cuerpo de 
contadores para realizar sus investigaciones, las que procuran detectar po-
sibles transgresiones a normas administrativas y/o penales. Si bien la PIA 
no tiene competencia para realizar investigaciones en el ámbito del Poder 
Legislativo, el Poder Judicial o en los organismos de las Administraciones 
Provinciales y Municipales, sí se encuentra facultada para realizar investi-
gaciones sobre actos de corrupción que involucran a funcionarios públicos 
nacionales. En este sentido, las investigaciones se inician por denuncias 
de particulares, de otros organismos públicos o de oficio –es decir, por el 
propio impulso de la PIA–.

Cualquier persona física o jurídica puede poner en conocimiento 
de este organismo, a través del formulario que figura en la página web 
(https://www.mpf.gob.ar/pia/denuncias/) la supuesta comisión de un 
delito o irregularidad administrativa. Las investigaciones tienen carácter 
reservado hasta que se realice la correspondiente denuncia penal ante la 
Justicia o se solicite el inicio de un sumario administrativo. Sin embargo, 
la reserva de la identidad puede ser solicitada y será mantenida al menos 
hasta tanto intervenga un juez, quien eventualmente podría revertir esa 
situación.

22. https://www.mpf.gob.ar/pia/
23. Artículo 45º Inc. a y b, Ley Nº 24946/98.

https://www.mpf.gob.ar/pia/denuncias/


392     poder ciudadano

4. Conclusión

En la Argentina cada vez son más las personas que deciden luchar 
contra la corrupción ante la percepción de que esta no logra reducirse.24 
En este sentido, si bien aún queda un largo camino por recorrer en materia 
de políticas públicas de prevención, mitigación y lucha contra la corrup-
ción –como, por ejemplo, la sanción de una Ley Nacional de Acceso a la 
Información Pública o una reforma en el régimen de declaraciones juradas 
de los funcionarios públicos–, en la Argentina la ciudadanía cuenta con 
diversas herramientas tanto de participación como de control ciudadano 
para luchar contra prácticas corruptas. 

Tanto las herramientas de participación como de control ciudadano 
son fundamentales no sólo para fomentar y garantizar la participación ac-
tiva de todos y todas en cuestiones públicas, sino también para incremen-
tar la transparencia del Estado. Además, dichas herramientas permiten 
hacer públicos diferentes hechos de corrupción.

En lo que respecta a las denuncias ante hechos de corrupción, a pe-
sar de que existen diferentes organismos a los cuales las personas pueden 
acudir para realizar su denuncia, resulta necesaria la creación de canales 
específicos para denunciar hechos de corrupción tanto en el Poder Judicial 
como en el Poder Legislativo. Además, es indispensable desarrollar siste-
mas efectivos de protección de testigos que deseen testificar o denunciar 
prácticas corruptas.
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María Emilia Berazategui

Abogada Especialista en Derecho Ambiental y Profesora para la 
Enseñanza Media y Superior en Ciencias Jurídicas (Universidad de Buenos 
Aires), Diplomada en Derecho y Tecnología Aplicados a los Procesos 
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Ambientales (ITBA). Se encuentra cursando la Maestría en Políticas 
Públicas y Gerenciamiento del Desarrollo (Georgetown University 
-UNSAM). Fue becaria del Programa de Movilidad en el Posgrado de la 
Red de Macro Universidades Públicas de América Latina y el Caribe y 
del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo  Organización 
Regional América Latina y el Caribe (PNUMA-ORLAC). Es Asistente del 
Área de Justicia y Acción Ciudadana  y del  Centro de Asesoría Legal y 
Acción Ciudadana (ALAC) de la Fundación Poder Ciudadano. Es  docente 
de la Práctica Profesional de Derecho de la UBA que se desarrolla en esta 
Fundación.

Diego Juan Bercholc

Sociólogo y estudiante avanzado de Derecho en la orientación en 
Derecho Administrativo (Universidad de Buenos Aires). Actualmente se 
desempeña en la Secretaría General de Acceso a la Justicia del Ministerio 
Público de la Defensa de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Fernando Bracaccini 

Abogado con Diploma de Honor (Universidad de Buenos Aires) y can-
didato a Especialista en Derecho Penal (Universidad Torcuato Di Tella). Se 
desempeña como coordinador del área Fortalecimiento de las Instituciones 
Democráticas de la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia, y es docen-
te de Derecho Constitucional y de Garantías Constitucionales en el Proceso 
Penal en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.

Maximiliano Campos Ríos

Licenciado en Ciencia Política (Universidad de Buenos Aires) de la 
UBA y Magíster en Administración y Políticas Públicas (Universidad de San 
Andrés), realizó estudios de posgrado en la Universidad de Delaware (Beca 
Fulbright) y en la Universidad  de Georgetown. Profesor de la Universidad 
de Buenos Aires e Investigador Asociado de CIPPEC. Ex Secretario 
Académico de la Carrera de Ciencia Política de la UBA, y Presidente de la 
Asociación Civil  Espacios Políticos.
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María Estefanía Centurión Lilo

Abogada con orientación en derecho privado (Universidad de 
Buenos Aires). En la Actualidad desarrollo mi actividad profesional en el 
estudio jurídico Amodeo, Sanguínetti & Batistton.

Agustina De Luca

Licenciada en Ciencia Política (Universidad de Buenos Aires) con tí-
tulos internacionales de inglés, como así también un breve intercambio en el 
King’s School of English, en Londres. Se desempeñó como voluntaria en el 
área Instituciones Políticas y Gobierno en la Fundación Poder Ciudadano, y 
se especializa en temas de transaprencia y anticorrupción. Ha realizado varios 
cursos internacionales, entre ellos uno virtual organizado por la Organización 
de los Estados Americanos sobre “Estrategias para el Gobierno Abierto en las 
Américas”, y uno presencial en Lituania organizado por el Capítulo Lituano de 
Transparency International titulado Summer School on Integrity.

Leandro Despouy

Abogado especializado en Derecho Internacional Público en las áreas 
de Derechos Humanos y Derecho Humanitario (Universidad de Buenos 
Aires). Con una larga trayectoria en el campo en estos campos, tanto a ni-
vel nacional como internacional, presidió la Auditoría General de la Nación 
desde 2002 hasta febrero de 2016. Ha desarrollado actividades docentes 
en importantes universidades en todo el mundo y es autor de múltiples pu-
blicaciones, entre las que se encuentran La Argentina auditada. El Estado 
Nacional bajo la lupa del presidente de la Auditoría General de la Nación 
(2015). Desde mayo de 2016 se desempeña como Embajador Extraordinario 
y Plenipotenciario, Representante Especial para Derechos Humanos en el 
ámbito internacional de la Cancillería argentina.

Germán Emanuele 

Abogado con orientación en derecho internacional público 
(Universidad de Buenos Aires). Cursó la Maestría en Estudios Ambientales 
(Universidad de Ciencias Económicas y Sociales). Actualmente dirige el 
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Área de Justicia y Acción Ciudadana de la Fundación Poder Ciudadano. 
Es responsable del Centro de Asesoría Legal y Acción Ciudadana (ALAC), 
iniciativa de Transparencia Internacional y Docente y Coordinador de la 
Clínica Jurídica de la Práctica Profesional de la Facultad de Derecho de 
la Universidad de Buenos Aires, y del Programa Contrataciones Públicas 
Transparentes. Por otro lado, es miembro de la Asociación Civil Voluntarios 
Sin Fronteras.

Delia Ferreira Rubio 

Doctora en Derecho (Universidad Complutense de Madrid) y abo-
gada (Universidad Nacional de Córdoba), es consultora internacional 
de organizaciones tales como OEA, IDEA International, IIDHCAPEL, 
IFES, DEMOCRACY INTERNATIONAL, NDI, NEEDS, BID, PNUD, en-
tre otras. Asimismo, es investigadora de la Fundación CEPPA de Buenos 
Aires. Entre 2004 y 2010 fue miembro del Board de PODER CIUDADANO 
y entre 2008 y 2010 fue su Presidenta. Delia Ferreira fue miembro del 
Board Internacional de Transparency International por dos períodos con-
secutivos entre octubre de 2008 y octubre de 2014. Es autora de nume-
rosas publicaciones sobre Cultura Democrática, Instituciones Políticas, 
Política Comparada, Gobierno por Decreto, Ética Pública y Parlamentaria, 
Financiamiento de los Partidos Políticos y Sistemas Electorales, entre 
otros temas.

Alberto Föhrig 

Abogado (Universidad de Buenos Aires) y Licenciado en Relaciones 
Internacionales (Universidad de Belgrano), tiene una Maestría en Estudios 
Latinoamericanos de la Universidad de Georgetown y es Doctor en Ciencia 
Política de la Universidad de Oxford y realizó su post-doctorado en las 
universidades de Yale y Harvard mediante una beca del Programa sobre 
Drogas, Seguridad y Democracia del Social Science Reasearch Council en-
tre 2012 y 2013. En dicha investigación abordó las relaciones entre po-
lítica, policía, y organizaciones delictivas en la Argentina. Desde 1995 es 
profesor de Ciencia Política en el Departamento de Ciencias Sociales de la 
Universidad de San Andrés a nivel de grado y post grado. 
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Guadalupe Daniela García Delgado 

Abogada (Universidad de Buenos Aires). Actualmente se desempe-
ña laboralmente en la Inspección General de Justicia.  Sus áreas de interés 
abarcan el derecho público, nuevos sujetos del derecho internacional y la 
teoría crítica de derecho.

Roberto Gargarella 

Sociólogo, Abogado y Doctor en Derecho (Universidad de Buenos 
Aires), L.L.M. por la University of Chicago Law School, Master en Ciencia 
Política por la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, J.S.D. por 
la University of Chicago, y Post-Doctorado en la Balliol Collage, Oxford.  
Es profesor ordinario de la Escuela de Derecho de la UTDT, y profesor 
asociado de la Facultad de Derecho de la UBA. Ha sido docente e inves-
tigador visitante en diversas universidades extranjeras, recibiendo becas 
de relevancia como las otorgadas por Fullbright, John Simon Guggenheim 
Memorial Foundation, Fundación Antorchas, entre otras. Es autor de nu-
merosos libros y artículos, publicados tanto en el país como en el exterior, 
entre los cuales se encuentran La sala de máquinas de la Constitución. Dos 
siglos de constitucionalismo en América Latina (2014). Por una justicia 
dialógica (2014), Latin American Constitutionalism (1810-2010) (2013) y 
El castigo en sociedades desiguales (coord.) (2012).

Gonzalo Guzmán Coraita

Abogado (Universidad Nacional de Tucumán), Especialista en 
Derecho de Daños (Universidad Nacional del Litoral), fue asesor en la 
Legislatura de la Provincia de Salta. Es director del blog Saltatransparente.
com, especializado en cuestiones de transparencia y acceso a la informa-
ción pública. Ejerce la profesión de manera libre en el estudio Guzmán, 
Rueda & Sierra Espeche, en la Ciudad de Salta.

Álvaro Herrero

Abogado (Universidad Nacional de La Plata), Master en Estudios 
Latinoamericanos (Georgetown University), y Doctor en Ciencia Política 
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(University of Oxford). Especialista en temas de reforma judicial, transpa-
rencia y estado de derecho, ha trabajado a nivel nacional e internacional 
en ONG y organismos internacionales como el Banco Interamericano de 
Desarrollo, Inter-American Dialogue e IFES. Ha sido consultor del PNUD, 
BID, USAID y Banco Mundial en proyectos de desarrollo en más de 15 paí-
ses de América Latina. Entre 2009 y 2013 se desempeñó como Director 
Ejecutivo de la Asociación por los Derechos Civiles (ADC). Actualmente es 
Subsecretario de Gestión Estratégica y Calidad Institucional del Gobierno 
de la Ciudad de Buenos Aires.

Guillermo Jorge

Abogado especializado en derecho penal e internacional (Universidad 
de Buenos Aires) y Master in Laws por Harvard Law School (2003). Ha 
sido Visiting Scholar del Center for Latin American Studies de Stanford 
University (2001), becario del National Endowment for Democracy 
(2006) y del Center for Democracy, Development and the Rule of Law de 
la Universidad de Stanford (2009). Profesor de la Escuela de Derecho de 
la Universidad de Nueva York. Es lecturer del Departamento de Derecho 
de la Universidad de San Andrés, donde además dirige el Programa de 
Control de Corrupción. Socio fundador de Governance Latam. Ex miembro 
del Comité Independiente de gobernabilidad de FIFA

Karina Kalpschtrej 

Socióloga (Universidad de Buenos Aires), desde 1994, se desem-
peña como docente en la Universidad de Buenos Aires. Especializada en 
asesoramiento metodológico para el desarrollo de proyectos, en 2011, se 
incorporó a la Red Argentina para la Cooperación Internacional (RACI) 
siendo hasta 2015, Directora de Proyectos. Desarrolló consultorías para 
el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), Equipo Latinoamericano 
de Justicia y Género (ELA) y la Fundación Centro de Estudios en Políticas 
Públicas (CEPP) y Banco Mundial. Asimismo, trabajó como consultora 
para distintos organismos públicos como la Asesoría General Tutelar de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (AGT) y la Oficina Anticorrupción 
(OA). Ha estado vinculada a la Fundación Poder Ciudadano desde el 2003 
siendo en la actualidad Directora de Fortalecimiento Institucional.
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Santiago Kovadloff

Licenciado en Filosofía (Universidad de Buenos Aires) y Doctor 
Honoris Causa (Universidad de Ciencias Empresariales y Sociales). Es 
profesor honorario de la Universidad Autónoma de Madrid y miembro del 
Comité Académico y Científico de la Universidad Ben-Gurion del Neguev, 
de Israel. Participó como profesor invitado en la Cátedra Latinoamericana 
“Julio Cortázar” de la Ciudad de Guadalajara, México, en el año 2013. Es 
ensayista, poeta, traductor de literatura de lengua portuguesa y autor de 
relatos para niños. Es miembro de número de la Academia Argentina de 
Letras, miembro correspondiente de la Real Academia Española y vicepre-
sidente de la Academia Nacional de Ciencias Morales y Políticas. Desde el 
año 2016 integra el capítulo argentino del Club de Roma.

Celeste Leonardi

Abogada y candidata a Magíster en Derechos Humanos (Universidad 
Nacional de La Plata). Actualmente se encuentra elaborando su tesis sobre 
la incidencia de la justicia en la formulación de políticas públicas. Entre 
2011 y 2016 se desempeñó en el Área de Justicia de la Asociación por los 
Derechos Civiles (ADC). Ha sido becaria de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos en el Curso sobre Sistema Interamericano e 
Internacional de Derechos Humanos. Ha realizado pasantías en las 
Clínicas Jurídicas de la UNLP y en la Comisión Provincial por la Memoria. 
Es docente de derecho penal y de seminarios de grado en la UNLP.

Juan Negri 

Doctor en Ciencia Política y docente (Universidad de San Martín). 
Se desempeñó como Asesor Político de la Delegación de la Unión Europea 
en Argentina. 

Rosario Pavese

Licenciada en Ciencia Política (Universidad de Buenos Aires). 
Actualmente se encuentra realizando su tesis en el marco de la Maestría en 
Análisis Gestión y Derecho Electoral (Universidad de San Martín). Parte 
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del equipo de Poder Ciudadano desde el año 2007, se desempeñó como 
Directora del Área de Instituciones Políticas y Gobierno desde el año 2012 
hasta febrero de 2016. Además, dicta clases en la Universidad de Buenos 
Aires y la Universidad del Salvador.  Entre sus temas de especialización 
se encuentran el financiamiento de la política, la regulación estatal de la 
publicidad oficial y la participación ciudadana en los procesos electorales. 
En la actualidad se desempeña como Gerente Operativa de Articulación 
Institucional del GCBA.

María Constanza Martínez Pizarro

Abogada con orientación en Derecho Internacional Público 
(Universidad de Buenos Aires). En la actualidad se encuentra trabajan-
do en el programa Acompañamiento Familiar, dependiente del Ministerio 
de Desarrollo Humano y Hábitat de Ciudad de Buenos Aires; y como 
Coordinadora de Gestión Comunitaria de Zona Norte en la Asociación Civil 
Techo Argentina. 

María Luján Rey

Docente y mamá de Lucas y Lara. Oriunda de San Antonio de Padua, 
provincia de Buenos Aires, ha sido usuaria habitual de la Línea Sarmiento. 
La Tragedia de Once, en febrero de 2012, en la que falleció Lucas, la impul-
só, junto a otros familiares de las víctimas, a la lucha para que los respon-
sables comparecieran ante la Justicia. Es abuela de Paz y ha plasmado su 
experiencia en el libro Desde mis zapatos. 

Roque Rueda

Abogado (Universidad de Buenos Aires), fue asesor en el Senado de 
la Nación, en la Legislatura Provincial de Salta y posteriormente Concejal 
de la Ciudad de Salta. Es miembro del Instituto de Humanidades de Salta 
y docente de Derecho Constitucional de la Universidad Católica de Salta. 
Ejerce la profesión libre en el Estudio Guzmán, Rueda & Sierra Espeche, 
de la ciudad de Salta. 
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Claudio Savoia 

Periodista y Licenciado en Comunicación Social (Universidad 
Nacional de La Plata). Trabaja desde 1997 en el Diario Clarín donde fue 
durante una década Editor del Equipo de investigación y en la actuali-
dad se desempeña como Editor de noticias judiciales y de corrupción 
en la sección política “El País”. Obtuvo el Premio a la Creatividad de la 
Academia Nacional de Periodismo,  la beca AVINA sobre Investigación 
Periodística para el Desarrollo Sostenible, así como distinciones del Comité 
Internacional de la Cruz Roja y UNICEF. En 2015 publicó su primer libro: 
Espiados. Cómo controla el gobierno a todos los argentinos. Infiltrados, 
espías y escuchas. La guerra por la información clandestina, en Editorial 
Planeta.

Pablo Secchi 

Licenciado en Ciencia Política (Universidad del Salvador) y maes-
trando en Análisis, Gestión y Derecho Electoral (Universidad de San 
Martín). Trabaja temas de transparencia institucional y lucha contra la 
corrupción. Se interesa especialmente por la transparencia en el financia-
miento de las campañas electorales tema sobre el cual ha realizado diver-
sas consultorías. Es Director Ejecutivo de la Fundación Poder Ciudadano, 
Capítulo Argentino de Transparencia Internacional.

María Inés Tula 

Licenciada en Ciencia Política (Universidad de Buenos Aires), ma-
gister en Ciencia Política (IDAES-Universidad de San Martín) y Doctora 
en Derecho (Universidad de Buenos Aires). Actualmente se desempe-
ña como profesora por concurso en la carrera de Ciencia Política (UBA) 
y es Investigadora de carrera en el Consejo Nacional de Investigaciones 
Científicas y Técnicas (CONICET) con sede en el Instituto de Investigaciones 
Gino Germani de la Facultad de Ciencias Sociales de la UBA. Se desempeña 
como consultora independiente para organismos nacionales e internacio-
nales, legisladores y organizaciones no gubernamentales en temas de polí-
tica y género, reforma político-electoral y partidaria. Es autora de números 
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artículos en revistas científicas y de capítulos de libros sobre temas de su 
especialidad publicados en el país como en el exterior.

José Carlos Ugaz

Abogado. Actuó como fiscal especial en uno de los procesos judi-
ciales por corrupción más importantes de la historia latinoamericana. Fue 
Procurador Ad-Hoc del Perú en diferentes causas de corrupción contra 
la red delictiva del ex presidente peruano Alberto Fujimori. En 2002, se 
convirtió en Presidente de Proética, el capítulo nacional de Transparency 
International (TI) en Perú. Fue funcionario de la Unidad Anticorrupción 
del Banco Mundial entre 2004 y 2006 y es miembro individual de TI des-
de 2008, integrando la Junta Directiva de esta organización desde 2011. 
Docente de Derecho Penal en la Universidad Católica del Perú desde 1986, 
fue elegido como Presidente de TI en 2014. 

Hugo Wortman Jofré 

Abogado (Universidad de Buenos Aires) y socio fundador del estu-
dio Wortman Jofre - Isola Abogados, fundado por Luis Moreno Ocampo. 
Fue Secretario Letrado de la Fiscalía de la Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal e integrante del 
“Centro de Estudios y Asuntos Penales” del Banco Central de la República 
Argentina, siendo el representante del BCRA en la investigación de los de-
litos económicos que involucraron a entidades financieras de la República 
Argentina en las décadas del 80 y 90. Ya en la actividad privada se desem-
peña como consultor en programas integrales de control de corrupción y 
control del fraude y como abogado en diversas causas de trascendencia 
pública e institucional. Ha participado como conferencista especialista en 
prevención e investigación de fraude en diversos seminarios en ámbitos 
empresariales y estatales, y asiste desde el año 2003 a las conferencias 
anuales de la International Bar Association. Es Presidente de la Fundación 
Poder Ciudadano.



¿Qué hacemos?

División de Poderes

>	 Monitoreo del Poder Ejecutivo
>	 Transparencia en el Poder Legislativo
>	 Independencia del Poder Judicial

Ética y Transparencia

>	 Limitación del uso de recursos públicos con fines personales
>	 Conflicto de intereses
>	 Acceso a instrumentos de control como las declaraciones juradas
>	 Contrataciones Públicas Transparentes

Elecciones

>	 Monitoreo de campañas electorales
>	 Equidad en la competencia electoral
>	 Financiamiento de los partidos políticos
>	 Información para la ciudadanía y capacitación

Acceso a la Justicia

>	 Servicio Jurídico Gratuito
>	 Políticas Públicas de acceso a la Justicia
>	 Fortalecimiento de comunidades
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Acceso a la Información Pública

>	 Promoción de legislación en diversos niveles
>	 Difusión de estándares internacionales
>	 Capacitación para el ejercicio del derecho al acceso a la información
>	 Litigio estratégico para su efectivo cumplimiento

¿Cómo lo hacemos?

>	 Monitoreando el funcionamiento de las instituciones republi-
canas y denunciando irregularidades y discrecionalidades.

>	 Generando información y produciendo recomendaciones, 
investigando y tomando posición sustentada para generar 
cambios.

>	 Sensibilizando a la sociedad, difundiendo información impor-
tante sobre los temas de trabajo de la organización orientados 
a concientizar sobre los derechos ciudadanos y las obligacio-
nes del Estado y sus funciones.

>	 Incentivando el debate de temas sensibles e importantes que 
no se encuentran en la agenda pública.

>	 Convocando a múltiples actores para dialogar y generar con-
sensos sobre temas de importancia para el desarrollo de una 
democracia de calidad basada en el respeto de las leyes y el 
comportamiento ético.

>	 Promoviendo la participación ciudadana y el compromiso cí-
vico, recurriendo tanto a herramientas tradicionales de parti-
cipación como a los instrumentos que posibilitan las nuevas 
tecnologías.

>	 Asesorando jurídicamente y acompañando legalmente en te-
mas de interés público, frente a la afectación de derechos, con 
especial foco en poblaciones en situación de vulnerabilidad.



Consejo de Administración

Presidente
Hugo Wortman Jofré

Vicepresidente
Pilar Arcidiácono

Vocales
Adriana Amado

Martín D´Alessandro
Martín Etchevers

Lilia Goday
Pablo Secchi

Dirección Ejecutiva
Pablo Secchi

Instituciones Políticas y Gobierno
Dirección

Rosario Pavese
Coordinador de Proyecto

Iñaki Albisu Ardigó
Asistente

Paula Brusco

Centro de Asesoría Legal y Acción Ciudadana – Justicia
Dirección

Germán Emanuele
Asistente

María Emilia Berazategui

Fortalecimiento Institucional
Dirección

Karina Kalpschtrej
Voluntarios

Patrick McQuestion
Alan Didier Garin

Colaboradora
Norah Baragli

Soporte en sistemas
Cecilia Battaglia

Administración
Susana Oviedo

Contador
Rubén Cañas




